
ARTÍCULO 84. Adiciónese el artículo 12-1 al Estatuto tributario.

Artículo 12-1. Concepto de sociedades y entidades nacionales para efectos tributarios. Se
consideran nacionales para efectos tributarios las sociedades y entidades que durante el
respectivo año o periodo gravable tengan su sede efectiva de administración en el territorio
colombiano.

También se consideran nacionales para efectos tributarios las sociedades y entidades que
cumplan con cualquiera de las siguientes condiciones:

1. Tener su domicilio principal en el territorio colombiano; o

2. Haber sido constituidas en Colombia, de acuerdo con las leyes vigentes en el país.

PARÁGRAFO 1o. Para los efectos de este artículo se entenderá que la sede efectiva de
administración de una sociedad o entidad es el lugar en donde materialmente se toman las
decisiones comerciales y de gestión decisivas y necesarias para llevar a cabo las actividades de la
sociedad o entidad como un todo. Para determinar la sede efectiva de administración deben
tenerse en cuenta todos los hechos y circunstancias que resulten pertinentes, en especial el
relativo a los lugares donde los altos ejecutivos y administradores de la sociedad o entidad
usualmente ejercen sus responsabilidades y se llevan a cabo las actividades diarias de la alta
gerencia de la sociedad o entidad.

PARÁGRAFO 2o. No se considerará que una sociedad o entidad es nacional por el simple hecho
de que su junta directiva se reúna en el territorio colombiano, o que entre sus accionistas, socios,
comuneros, asociados, suscriptores o similares se encuentren personas naturales residentes en el
país o a sociedades o entidades nacionales.

PARÁGRAFO 3o. En los casos de fiscalización en los que se discuta la determinación del lugar
de la sede de administración efectiva, la decisión acerca de dicha determinación será tomada por
el Comité de Fiscalización de la Dirección de Impuestos y Aduanas Nacionales (DIAN).

PARÁGRAFO 4o. Salvo disposición expresa en contrario, las expresiones “sede efectiva de
administración” y “sede de dirección efectiva” tendrán para efectos tributarios el mismo
significado.

ARTÍCULO 85. Modifíquese el artículo 20 del Estatuto Tributario, el cual quedará así:

Artículo 20. Las sociedades y entidades extranjeras son contribuyentes. Salvo las excepciones
previstas en los tratados internacionales y en el derecho interno, son contribuyentes del impuesto
sobre la renta y complementarios las sociedades y entidades extranjeras de cualquier naturaleza,
únicamente en relación con sus rentas y ganancias ocasionales de fuente nacional,
independientemente de que perciban dichas rentas y ganancias ocasionales directamente o a
través de sucursales o establecimientos permanentes ubicados en el país.

Para tales efectos, se aplica el régimen consagrado para las sociedades anónimas nacionales,
salvo cuando tenga restricciones expresas.

ARTÍCULO 86. Adiciónese el artículo 20-1 al Estatuto Tributario:



Artículo 20-1. Establecimiento permanente. Sin perjuicio de lo pactado en las convenciones de
doble tributación suscritas por Colombia, se entiende por establecimiento permanente un lugar
fijo de negocios ubicado en el país, a través del cual una empresa extranjera, ya sea sociedad o
cualquier otra entidad extranjera, o persona natural sin residencia en Colombia, según el caso,
realiza toda o parte de su actividad.

Este concepto comprende, entre otros, las sucursales de sociedades extranjeras, las agencias,
oficinas, fábricas, talleres, minas, canteras, pozos de petróleo y gas, o cualquier otro lugar de
extracción o explotación de recursos naturales.

También se entenderá que existe establecimiento permanente en el país, cuando una persona,
distinta de un agente independiente, actúe por cuenta de una empresa extranjera, y tenga o ejerza
habitualmente en el territorio nacional poderes que la faculten para concluir actos o contratos que
sean vinculantes para la empresa. Se considerará que esa empresa extranjera tiene un
establecimiento permanente en el país respecto de las actividades que dicha persona realice para
la empresa extranjera, a menos que las actividades de esa persona se limiten a las mencionadas
en el parágrafo segundo de este artículo.

PARÁGRAFO 1o. No se entiende que una empresa tiene un establecimiento permanente en
Colombia por el simple hecho de que realice sus actividades en el país a través de un corredor o
de cualquier otro agente independiente, siempre que dichas personas actúen dentro del giro
ordinario de su actividad. No obstante, cuando el agente independiente realice todas o casi todas
sus actividades por cuenta de tal empresa, y entre esa empresa y el agente se establezcan, pacten
o impongan condiciones respecto de sus relaciones comerciales y financieras que difieran de las
que se habrían establecido o pactado entre empresas independientes, dicho agente no será
considerado como agente independiente para efectos de este parágrafo.

PARÁGRAFO 2o. No se entiende que una empresa extranjera tiene un establecimiento en el país
cuando la actividad realizada por dicha empresa es de carácter exclusivamente auxiliar o
preparatorio.

ARTÍCULO 87. Adiciónese el artículo 20-2 al Estatuto Tributario:

Artículo 20-2. Tributación de los establecimientos permanentes y sucursales. Las personas
naturales no residentes y las personas jurídicas y entidades extranjeras que tengan un
establecimiento permanente o una sucursal en el país, según el caso, serán contribuyentes del
impuesto sobre la renta y complementarios con respecto a las rentas y ganancias ocasionales de
fuente nacional que le sean atribuibles al establecimiento permanente o a la sucursal, según el
caso, de acuerdo con lo consagrado en este artículo y con las disposiciones que lo reglamenten.
La determinación de dichas rentas y ganancias ocasionales se realizará con base en criterios de
funciones, activos, riesgos y personal involucrados en la obtención de las mencionadas rentas y
ganancias ocasionales.

PARÁGRAFO. Para propósitos de la atribución de las rentas y ganancias ocasionales a que se
refiere este artículo, los establecimientos permanentes y las sucursales de sociedades extranjeras
deberán llevar contabilidad separada en la que se discriminen claramente los ingresos, costos y
gastos que les sean atribuibles. Sin perjuicio del cumplimiento por parte de los obligados al
régimen de precios de transferencia de los deberes formales relativos a la declaración informativa
y a la documentación comprobatoria, para efectos de lo establecido en este artículo, la
contabilidad de los establecimientos permanentes y de las sucursales de sociedades extranjeras



deberá estar soportada en un estudio sobre las funciones, activos, riesgos y personal involucrados
en la obtención de las rentas y de las ganancias ocasionales atribuidas a ellos.

ARTÍCULO 88. Modifíquese el artículo 21 del Estatuto Tributario, el cual quedará así:

Artículo 21. Concepto de sociedad extranjera. Se consideran extranjeras las sociedades u otras
entidades que no sean sociedades o entidades nacionales.

ARTÍCULO 89. Modifíquese el literal b) del artículo 27 del Estatuto Tributario, el cual
quedará así:

b) Los ingresos por concepto de dividendos o participaciones en utilidades, se entienden
realizados por los respectivos accionistas, socios, comuneros, asociados, suscriptores o similares,
cuando les hayan sido abonados en cuenta en calidad de exigibles. En el caso del numeral cuarto
del artículo 30 de este Estatuto, se entenderá que dichos dividendos o participaciones en
utilidades se causan al momento de la transferencia de las utilidades al exterior, y

ARTÍCULO 90. Modifíquese el artículo 30 del Estatuto Tributario, el cual quedará así:

Artículo 30. Definición de dividendos o participaciones en utilidades. Se entiende por dividendo
o participación en utilidades:

1. La distribución ordinaria o extraordinaria que, durante la existencia de la sociedad y bajo
cualquier denominación que se le dé, haga una sociedad, en dinero o en especie, a favor de sus
respectivos accionistas, socios, comuneros, asociados, suscriptores o similares, de la utilidad neta
realizada durante el año o período gravable o de la acumulada en años o períodos anteriores, sea
que figure contabilizada como utilidad o como reserva.

2. La distribución extraordinaria de la utilidad neta acumulada en años o períodos anteriores que,
al momento de su transformación en otro tipo de sociedad, y bajo cualquier denominación que se
le dé, haga una sociedad, en dinero o en especie, a favor de sus respectivos accionistas, socios,
comuneros, asociados, suscriptores o similares.

3. La distribución extraordinaria de la utilidad neta acumulada en años o períodos anteriores que,
al momento de su liquidación y bajo cualquier denominación que se le dé, haga una sociedad, en
dinero o en especie, a favor de sus respectivos accionistas, socios, comuneros, asociados,
suscriptores o similares, en exceso del capital aportado o invertido en acciones.

4. La transferencia de utilidades que corresponden a rentas y ganancias ocasionales de fuente
nacional obtenidas a través de los establecimientos permanentes o sucursales en Colombia de
personas naturales no residentes o sociedades y entidades extranjeras, a favor de empresas
vinculadas en el exterior.

ARTÍCULO 91. Modifíquese el artículo 36 del Estatuto Tributario, el cual quedará así:

Artículo 36. Prima en colocación de acciones o de cuotas sociales. Para todos los efectos
tributarios, el superávit de capital correspondiente a la prima en colocación de acciones o de
cuotas sociales, según el caso, hace parte del aporte y, por tanto, estará sometido a las mismas
reglas tributarias aplicables al capital, entre otras, integrará el costo fiscal respecto de las



acciones o cuotas suscritas exclusivamente para quien la aporte y será reembolsable en los
términos de la ley mercantil. Por lo tanto, la capitalización de la prima en colocación de acciones
o cuotas no generará ingreso tributario ni dará lugar a costo fiscal de las acciones o cuotas
emitidas.

ARTÍCULO 92. Modifíquese el artículo 49 del Estatuto Tributario, el cual quedará así:

Artículo 49. Determinación de los dividendos y participaciones no gravados. Cuando se trate de
utilidades obtenidas a partir del 1o de enero de 2013, para efectos de determinar el beneficio de
que trata el artículo anterior, la sociedad que obtiene las utilidades susceptibles de ser
distribuidas a título de ingreso no constitutivo de renta ni de ganancia ocasional, utilizará el
siguiente procedimiento:

1. Tomará la Renta Líquida Gravable más las Ganancias Ocasionales Gravables del respectivo
año y le restará el resultado de tomar el Impuesto Básico de Renta y el Impuesto de Ganancias
Ocasionales liquidado por el mismo año gravable, menos el monto de los descuentos tributarios
por impuestos pagados en el exterior correspondientes a dividendos y participaciones a los que se
refieren los literales a), b) y c) del inciso segundo del artículo 254 de este Estatuto.

2. Al resultado así obtenido se le adicionará el valor percibido durante el respectivo año gravable
por concepto de:

a) Dividendos o participaciones de otras sociedades nacionales y de sociedades domiciliadas en
los países miembros de la Comunidad Andina de Naciones, que tengan el carácter no gravado; y

b) Beneficios o tratamientos especiales que, por expresa disposición legal, deban comunicarse a
los socios, accionistas, asociados, suscriptores, o similares.

3. El valor obtenido de acuerdo con lo dispuesto en el numeral anterior constituye la utilidad
máxima susceptible de ser distribuida a título de ingreso no constitutivo de renta ni de ganancia
ocasional.

4. El valor de que trata el numeral 3 de este artículo deberá contabilizarse en forma
independiente de las demás cuentas que hacen parte del patrimonio de la sociedad hasta
concurrencia de la utilidad comercial.

5. Si el valor al que se refiere el numeral 3 de este artículo excede el monto de las utilidades
comerciales del período, el exceso se podrá imputar a las utilidades comerciales futuras que
tendrían la calidad de gravadas y que sean obtenidas dentro de los cinco años siguientes a aquel
en el que se produjo el exceso, o a las utilidades calificadas como gravadas que hubieren sido
obtenidas durante los dos períodos anteriores a aquel en el que se produjo el exceso.

6. El exceso al que se refiere el numeral 5 de este artículo se deberá registrar y controlar en
cuentas de orden.

7. La sociedad informará a sus socios, accionistas, comuneros, asociados, suscriptores y
similares, en el momento de la distribución, el valor no gravable de conformidad con los
numerales anteriores.

PARÁGRAFO 1o. Lo dispuesto en el numeral 2 y 5 de este artículo no será aplicable a los
excesos de utilidades que provengan de rentas exentas u otras rentas o beneficios tributarios cuyo



tratamiento especial no se pueda trasladar a los socios, accionistas, asociados, suscriptores, o
similares por disposición expresa de la ley.

PARÁGRAFO 2o. Las utilidades comerciales después de impuestos, obtenidas por la sociedad
en el respectivo período gravable que excedan el resultado previsto en el numeral 3 tendrán la
calidad de gravadas. Dichas utilidades constituirán renta gravable en cabeza de los socios,
accionistas, asociados, suscriptores, o similares, en el año gravable en el cual se distribuyan,
cuando el exceso al que se refiere este parágrafo no se pueda imputar en los términos del numeral
5 de este artículo. La sociedad efectuará la retención en la fuente sobre el monto del exceso
calificado como gravado, en el momento del pago o abono en cuenta, de conformidad con los
porcentajes que establezca el Gobierno Nacional para tal efecto.

ARTÍCULO 93. Adiciónese el artículo 122 del Estatuto Tributario con el siguiente literal:

g) Los intereses sobre créditos otorgados a contribuyentes residentes en el país por parte de
organismos multilaterales de crédito, a cuyo acto constitutivo haya adherido Colombia, siempre y
cuando se encuentre vigente y en él se establezca que el respectivo organismo multilateral está
exento de impuesto sobre la renta.

ARTÍCULO 94. Modifíquese el artículo 240 del Estatuto Tributario, el cual quedará así:

Artículo 240. Tarifa para sociedades nacionales y extranjeras. Sin perjuicio de lo establecido en
otras disposiciones especiales de este Estatuto, la tarifa sobre la renta gravable de las sociedades
anónimas, de las sociedades limitadas y de los demás entes asimilados a unas y otras, de
conformidad con las normas pertinentes que tengan la calidad de Nacionales, incluidas las
sociedades y otras entidades extranjeras de cualquier naturaleza que obtengan sus rentas a través
de sucursales o de establecimientos permanentes, es del veinticinco por ciento (25%). Sin
perjuicio de lo establecido en otras disposiciones especiales de este Estatuto, las rentas obtenidas
por las sociedades y entidades extranjeras, que no sean atribuibles a una sucursal o
establecimiento permanente de dichas sociedades o entidades extrajeras, estarán sometidas a la
tarifa del treinta y tres (33%).

PARÁGRAFO. Las referencias a la tarifa del treinta y tres por ciento (33%) contenidas en este
Estatuto para las sociedades anónimas, sociedades limitadas y demás entes asimilados a unas y a
otras, deben entenderse modificadas de acuerdo con la tarifa prevista en este artículo.

ARTÍCULO 95. Modifíquese el inciso 1o del artículo 245 del Estatuto Tributario, el cual
quedará así:

Artículo 245. Tarifa especial para dividendos o participaciones recibidos por sociedades y
entidades extranjeras y por personas naturales no residentes. La tarifa del impuesto sobre la renta
correspondiente a dividendos o participaciones, percibidos por sociedades u otras entidades
extranjeras sin domicilio principal en el país, por personas naturales sin residencia en Colombia y
por sucesiones ilíquidas de causantes que no eran residentes en Colombia será la siguiente:

ARTÍCULO 96. Modifíquese el artículo 254 del Estatuto Tributario, el cual quedará así:

Artículo 254. Descuento por impuestos pagados en el exterior. Las personas naturales residentes



en el país y las sociedades y entidades nacionales, que sean contribuyentes del impuesto sobre la
renta y complementarios y que perciban rentas de fuente extranjera sujetas al impuesto sobre la
renta en el país de origen, tienen derecho a descontar del monto del impuesto colombiano de
renta y complementarios, sumado al Impuesto sobre la Renta para la Equidad (CREE) cuando el
contribuyente sea sujeto pasivo del mismo, el impuesto pagado en el extranjero, cualquiera sea su
denominación, liquidado sobre esas mismas rentas, siempre que el descuento no exceda del
monto del impuesto que deba pagar el contribuyente en Colombia por esas mismas rentas.

Cuando se trate de dividendos o participaciones provenientes de sociedades domiciliadas en el
exterior, habrá lugar a un descuento tributario en el impuesto sobre la renta por los impuestos
sobre la renta pagados en el exterior, de la siguiente forma:

a) El valor del descuento equivale al resultado de multiplicar el monto de los dividendos o
participaciones por la tarifa del impuesto sobre la renta a la que hayan estado sometidas las
utilidades que los generaron;

b) Cuando la sociedad que reparte los dividendos o participaciones gravados en Colombia haya
recibido a su vez dividendos o participaciones de otras sociedades, ubicadas en la misma o en
otras jurisdicciones, el valor del descuento equivale al resultado de multiplicar el monto de los
dividendos o participaciones percibidos por el contribuyente nacional, por la tarifa a la que hayan
estado sometidas las utilidades que los generaron;

c) Para tener derecho al descuento a que se refiere el literal a) del presente artículo, el
contribuyente nacional debe poseer una participación directa en el capital de la sociedad de la
cual recibe los dividendos o participaciones (excluyendo las acciones o participaciones sin
derecho a voto). Para el caso del literal b), el contribuyente nacional deberá poseer
indirectamente una participación en el capital de la subsidiaria o subsidiarias (excluyendo las
acciones o participaciones sin derecho a voto). Las participaciones directas e indirectas señaladas
en el presente literal deben corresponder a inversiones que constituyan activos fijos para el
contribuyente en Colombia, en todo caso haber sido poseídas por un periodo no inferior a dos
años;

d) Cuando los dividendos o participaciones percibidas por el contribuyente nacional hayan estado
gravados en el país de origen el descuento se incrementará en el monto de tal gravamen;

e) En ningún caso el descuento a que se refiere este inciso, podrá exceder el monto del impuesto
de renta, sumado al Impuesto sobre la Renta para la Equidad (CREE) cuando sea del caso,
generado en Colombia por tales dividendos;

f) Para tener derecho al descuento a que se refieren los literales a), b) y d), el contribuyente
deberá probar el pago en cada jurisdicción aportando certificado fiscal del pago del impuesto
expedido por la autoridad tributaria respectiva o en su defecto con prueba idónea;

g) Las reglas aquí previstas para el descuento tributario relacionado con dividendos o
participaciones provenientes del exterior serán aplicables a los dividendos o participaciones que
se perciban a partir de la vigencia de la presente ley, cualquiera que sea el periodo o ejercicio
financiero a que correspondan las utilidades que los generaron.

PARÁGRAFO. El impuesto sobre la renta pagado en el exterior, podrá ser tratado como
descuento en el año gravable en el cual se haya realizado el pago o en cualquiera de los cuatro (4)
periodos gravables siguientes sin perjuicio de lo previsto en el artículo 259 de este Estatuto. En



todo caso, el exceso de impuesto descontable que se trate como descuento en cualquiera de los
cuatro (4) periodos gravables siguientes tiene como límite el impuesto sobre la renta, sumado al
Impuesto sobre la Renta para la Equidad (CREE) cuando sea del caso, generado en Colombia
sobre las rentas que dieron origen a dicho descuento y no podrá acumularse con el exceso de
impuestos descontables originados en otras rentas gravadas en Colombia en distintos periodos.

ARTÍCULO 97. Modifíquese el artículo 256 del Estatuto Tributario el cual quedará así:

Artículo 256. A empresas colombianas de transporte internacional. Las empresas colombianas de
transporte aéreo o marítimo, tienen derecho a descontar del monto del impuesto sobre la renta,
sumado al Impuesto sobre la Renta para la Equidad (CREE) cuando el contribuyente sea sujeto
pasivo del mismo, un porcentaje equivalente a la proporción que dentro del respectivo año
gravable representen los ingresos por transporte aéreo o marítimo internacional dentro del total
de ingresos obtenidos por la empresa.

ARTÍCULO 98. Adiciónese el Libro I del Estatuto Tributario con el siguiente Título, el cual
quedará así:

TÍTULO IV

REORGANIZACIONES EMPRESARIALES

CAPÍTULO I

Aportes a sociedades

Artículo 319. Aportes a sociedades nacionales. El aporte en dinero o en especie a sociedades
nacionales no generará ingreso gravado para estas, ni el aporte será considerado enajenación, ni
dará lugar a ingreso gravado o pérdida deducible para el aportante, siempre que se cumplan las
siguientes condiciones:

1. La sociedad receptora del aporte no realizará ingreso o pérdida como consecuencia del aporte,
cuando a cambio del mismo se produzca emisión de acciones o cuotas sociales nuevas. En el
caso de colocación de acciones o cuotas propias readquiridas, el ingreso de la sociedad receptora
del aporte se determinará de acuerdo con las reglas generales aplicables a la enajenación de
activos.

2. Para la sociedad receptora del aporte, el costo fiscal de los bienes aportados será el mismo que
tenía el aportante respecto de tales bienes, de lo cual se dejará constancia en el documento que
contenga el acto jurídico del aporte. Para efectos de depreciación o amortización fiscal en cabeza
de la sociedad receptora del aporte, no habrá lugar a extensiones o reducciones en la vida útil de
los bienes aportados, ni a modificaciones del costo fiscal base de depreciación o amortización.

3. El costo fiscal de las acciones o cuotas de participación recibidas por el aportante será el
mismo costo fiscal que tenían los bienes aportados al momento del aporte en cabeza del
aportante.

4. Los bienes aportados conservarán para efectos fiscales en la sociedad receptora, la misma
naturaleza de activos fijos o movibles que tengan para el aportante en el momento del aporte.

5. En el documento que contenga el acto jurídico del aporte, el aportante y la sociedad receptora



declararán expresamente sujetarse a las disposiciones del presente artículo y la Administración
Tributaria podrá solicitar de cada uno de ellos el cumplimiento de las condiciones aquí
establecidas según le apliquen.

PARÁGRAFO 1o. Para efectos mercantiles y contables se tendrá como valor del aporte el
asignado por las partes de acuerdo con las normas mercantiles y contables.

PARÁGRAFO 2o. El aportante realizará un ingreso sometido al impuesto sobre la renta y
complementarios cuando enajene las acciones o cuotas recibidas como consecuencia del aporte.
Dicho ingreso se determinará de acuerdo con las normas generales en materia de enajenación de
activos.

PARÁGRAFO 3o. La sociedad receptora del aporte realizará un ingreso sometido al impuesto
sobre la renta y complementarios cuando enajene los bienes recibidos a título de aporte. Dicho
ingreso se determinará de acuerdo con las normas generales en materia de enajenación de
activos.

PARÁGRAFO 4o. Si la sociedad receptora enajena los activos recibidos a título de aporte, que
tengan el carácter de activos fijos, dentro de los dos (2) años siguientes al aporte, no podrá
compensar pérdidas fiscales acumuladas ni excesos de renta presuntiva sobre renta líquida
respecto de la renta que genere la enajenación de dichos activos.

PARÁGRAFO 5o. Si el aportante enajena las acciones o cuotas de participación recibidas como
consecuencia del aporte dentro de los dos (2) años siguientes al mismo, no podrá compensar
pérdidas fiscales acumuladas ni excesos de renta presuntiva sobre renta líquida respecto de la
renta que genere la enajenación de dichas acciones o cuotas de participación.

PARÁGRAFO 6o. En el caso de los aportes de industria, el costo fiscal que tendrá el aportante
respecto de las acciones o cuotas de participación que le sean emitidas, si fuere el caso, será el
valor intrínseco de dichas acciones o cuotas de participación una vez hecha la emisión, el cual
deberá ser reconocido por el aportante como ingreso en especie por la prestación de los servicios.
Dicho valor constituirá gasto deducible para la sociedad receptora, siempre que se cumplan los
requisitos generales para la deducibilidad del gasto, y se practiquen las retenciones en la fuente
por concepto de impuestos y contribuciones parafiscales, si aplicaren.

Artículo 319-1. Aportes sometidos al impuesto. Si en el documento que contiene el acto jurídico
del aporte no se manifiesta expresamente la voluntad de las partes de acogerse al tratamiento
establecido en el artículo anterior, el aporte será considerado como una enajenación sometida al
impuesto sobre la renta y complementarios, de acuerdo con las reglas generales de enajenación
de activos. En este caso y para todos los efectos tributarios, el monto del ingreso gravado
integrará el costo fiscal de los activos aportados.

Artículo 319-2. Aportes a sociedades y entidades extranjeras. Los aportes en especie y los aportes
en industria que hagan personas naturales, personas jurídicas o entidades nacionales a sociedades
u otras entidades extranjeras constituyen enajenación para efectos fiscales, la cual estará
sometida al impuesto sobre la renta y complementarios de acuerdo con las reglas generales de
enajenación de activos. Los aportes a los que se refiere este artículo deben estar sometidos al
régimen de precios de transferencia.

PARÁGRAFO. Todos los aportes de intangibles a sociedades u otras entidades extranjeras
deberán reportarse en la declaración informativa de precios de transferencia, independientemente



de la cuantía del aporte.

CAPÍTULO II

Fusiones y escisiones

Artículo 319-3. Fusiones y escisiones adquisitivas. Se entiende por tales, aquellas fusiones en las
cuales las entidades participantes en la fusión no son vinculadas entre sí, y aquellas escisiones en
las cuales la entidad escindente y las entidades beneficiarias, si existieren al momento de la
escisión, no son vinculadas entre sí. Para efectos de la determinación de la existencia o no de
vinculación, se acudirá a los criterios establecidos en el artículo 260-1 de este Estatuto.

Artículo 319-4. Efectos en las fusiones y escisiones adquisitivas. Las fusiones y escisiones
adquisitivas tendrán los efectos que a continuación se señalan:

1. No se entenderá que las entidades intervinientes en la respectiva fusión o escisión, ya sea que
intervengan como absorbidas o escindentes (es decir, como enajenantes), o como absorbentes
resultantes de la fusión o beneficiarias (es decir, como adquirentes), experimentan ingreso
gravable alguno como consecuencia de la transferencia de activos entre sí, ni se entenderá que
dicha transferencia constituye enajenación para efectos fiscales.

2. Para la entidad adquirente el costo fiscal de los bienes transferidos será el mismo que tenga la
enajenante respecto de tales bienes, de lo cual se dejará constancia en el documento que contenga
el acto jurídico de fusión o escisión. Para efectos de depreciación o amortización fiscal en cabeza
de la entidad adquirente, no habrá lugar a extensiones o reducciones en la vida útil de los bienes
transferidos, ni a modificaciones del costo fiscal base de depreciación o amortización.

3. Los bienes transferidos conservarán para efectos fiscales en la entidad adquirente, la misma
naturaleza de activos fijos o movibles que tengan para la entidad enajenante en el momento de la
respectiva fusión o escisión.

4. Si la adquirente enajena los activos dentro de los dos (2) años siguientes al aporte, no podrá
compensar pérdidas fiscales acumuladas ni excesos de renta presuntiva sobre renta líquida,
respecto del ingreso que genere la enajenación de dichos bienes.

5. Respecto de los accionistas, socios o partícipes en las entidades participantes, no se entenderá
que existe enajenación de acciones, cuotas o participaciones, siempre que se cumplan los
siguientes requisitos:

a) Que en el caso de la fusión, los accionistas, socios o partícipes titulares de por lo menos el
setenta y cinco por ciento (75%) de los acciones, cuotas, participaciones, derechos económicos y
derechos políticos en cada una de las entidades fusionadas, participen luego de la fusión en la
entidad absorbente o resultante de la fusión, con acciones, cuotas sociales, participaciones,
derechos económicos y derechos políticos equivalentes en sustancia a aquellos que tengan antes
de la fusión aunque proporcionales a su participación en la entidad resultante de la fusión;

b) Que en el caso de la escisión, los accionistas, socios o partícipes, titulares de por lo menos el
setenta y cinco por ciento (75%) de las acciones, cuotas, participaciones, derechos económicos y
derechos políticos en la entidad escindente, participen luego de la escisión en la enajenante
misma, o en una o más de las entidades beneficiarias, con acciones, cuotas sociales,
participaciones, derechos económicos y derechos políticos equivalentes, en sustancia, a aquellos



que tengan antes de la escisión, aunque en proporción a su participación en la entidad enajenante
o beneficiaria respectiva;

c) Que en los eventos previstos en los literales a) y b) anteriores, la participación o derechos que
reciba el respectivo accionista, socio o partícipe en la entidad resultante de la fusión o en la
escindente o en la entidad beneficiaria o beneficiarias respectivas, constituya no menos del
noventa por ciento (90%) de la contraprestación que reciba el respectivo accionista, socio o
partícipe por sus acciones, cuotas, participaciones o derechos en la entidad absorbente o
escindente, sobre bases comerciales razonables, según las mismas se reflejen en el método de
valoración y en el mecanismo de intercambio adoptado para la respectiva fusión o escisión;

d) Si los accionistas, socios o partícipes a que se refieren los literales a) y b) anteriores, enajenan
o ceden a cualquier título las acciones, cuotas sociales, participaciones, derechos políticos o
económicos antes de que finalice el segundo año gravable siguiente al año gravable en el cual se
perfeccione la respectiva fusión o escisión, deberán pagar por concepto de impuesto de renta y
complementarios por el respectivo acto de enajenación o cesión, el que aplique al mismo acto de
enajenación, adicionado en un treinta por ciento (30%), sin que en ningún caso dicho impuesto
de renta resulte inferior al diez por ciento (10%) del valor asignado a las acciones, cuotas,
participaciones o derechos del respectivo accionista, socio o partícipe en la fusión o escisión
según el método de valoración adoptado para la misma. Las disposiciones contenidas en este
literal d) no aplicarán a ventas forzadas, transferencias por causa de muerte, transferencias a
título de escisión o fusión que cumplan con los mismos requisitos establecidos en este artículo y
transferencias a título de liquidación;

e) Los accionistas, socios o partícipes a que se refieren los literales a) y b) anteriores, tendrán
como costo fiscal respecto de las acciones, cuotas sociales o participaciones que reciban en la
entidad adquirente respectiva, el mismo costo fiscal que tenían respecto de las acciones, cuotas
sociales o participaciones en la entidad enajenante, sin que se entienda que existe solución de
continuidad en la propiedad sobre la inversión, ni que haya lugar a cambio alguno en cuanto a la
naturaleza de la inversión como activo fijo o movible;

f) Las acciones, cuotas sociales, participaciones o derechos que cualquiera de los accionistas,
socios o partícipes de cualquiera de las entidades enajenantes no tengan como contraprestación
en la respectiva fusión o escisión, acciones, cuotas sociales, participaciones o derechos en la
entidad adquirente, se entenderán enajenadas bajo las reglas generales establecidas en este
Estatuto y en otras leyes y estarán sometidas a los impuestos aplicables.

PARÁGRAFO 1o. Para efectos tributarios se entenderá que se está frente a un proceso de
escisión cuando el patrimonio escindido de la(s) entidad(es) escindente(s) o enajenante(s)
califique como una o más unidades de explotación económica o como uno o más
establecimientos de comercio, y no como activos individualmente considerados o como
contrapartida para segregar cuentas patrimoniales, caso en el cual la respectiva escisión tendrá el
tratamiento aplicable a la enajenación de activos.

PARÁGRAFO 2o. Las disposiciones contenidas en este artículo se aplicarán a las fusiones y
escisiones adquisitivas que involucren entidades nacionales y extranjeras siempre que, en el caso
de la fusión, la entidad absorbente o adquirente sea una entidad nacional, y que, en el caso de la
escisión, la(s) entidad(es) beneficiaria(s) o adquirente(s) sea(n) entidad(es) nacional(es).

Artículo 319-5. Fusiones y escisiones reorganizativas. Se entiende por tales, aquellas fusiones en



las cuales las entidades participantes en la fusión estén vinculadas entre sí y aquellas escisiones
en las cuales la entidad escindente y las entidades beneficiarias, si existieren al momento de la
escisión, estén vinculadas entre sí. También tendrán el carácter de fusiones reorganizativas
aquellas fusiones por absorción entre una sociedad matriz y sus subordinadas. Así mismo,
tendrán el carácter de reorganizativas las escisiones por creación, siempre que el patrimonio de
las sociedades beneficiarias creadas en virtud de la escisión esté constituido exclusivamente por
el patrimonio escindido existente al momento de la escisión. Para efectos de la determinación de
la existencia o no de vinculación, se acudirá a los criterios establecidos en el artículo 260-1 de
este Estatuto.

Artículo 319-6. Efectos en las fusiones y escisiones reorganizativas entre entidades. Las Fusiones
y Escisiones Reorganizativas tendrán los efectos que a continuación se señalan:

1. No se entenderá que las entidades intervinientes en la respectiva fusión o escisión, sea como
absorbidas o escindentes (es decir, como enajenantes) o como absorbentes resultantes de la
fusión o beneficiarias (es decir, como adquirentes), experimentan ingreso gravable alguno como
consecuencia de la transferencia de activos entre sí, ni se entenderá que dicha transferencia
constituye enajenación para efectos fiscales.

2. Para la entidad adquirente el costo fiscal de los bienes transferidos será el mismo que tenga la
enajenante respecto de tales bienes, de lo cual se dejará constancia en el documento que contenga
el acto jurídico de fusión o escisión. Para efectos de depreciación o amortización fiscal en cabeza
de la entidad adquirente, no habrá lugar a extensiones o reducciones en la vida útil de los bienes
transferidos, ni a modificaciones del costo fiscal base de depreciación o amortización.

3. Los bienes transferidos conservarán para efectos fiscales en la entidad adquirente, la misma
naturaleza de activos fijos o movibles que tengan para la entidad enajenante en el momento de la
respectiva fusión o escisión.

4. Respecto de los accionistas, socios o partícipes en las entidades participantes, no se entenderá
que existe enajenación de acciones, cuotas o participaciones, siempre que se cumplan los
siguientes requisitos:

a) Que en el caso de la fusión, los accionistas, socios o partícipes titulares de por lo menos el
ochenta y cinco por ciento (85%) de los acciones, cuotas, participaciones, derechos económicos y
derechos políticos en cada una de las entidades fusionadas, participen luego de la fusión en la
entidad absorbente o resultante de la fusión, con acciones, cuotas sociales, participaciones,
derechos económicos y derechos políticos equivalentes en sustancia, a aquellos que tengan antes
de la fusión aunque proporcionales a su participación en la entidad resultante de la fusión;

b) Que en el caso de la escisión, los accionistas, socios o partícipes titulares de por lo menos el
ochenta y cinco por ciento (85%) de las acciones, cuotas, participaciones, derechos económicos y
derechos políticos en la entidad escindente, participen luego de la escisión en la enajenante
misma o en una o más de las entidades beneficiarias, con acciones, cuotas sociales,
participaciones, derechos económicos y derechos políticos equivalentes en sustancia a aquellos
que tengan antes de la escisión, aunque en proporción a su participación en la entidad enajenante
o beneficiaria respectiva;

c) Que en los eventos previstos en los literales a) y b) anteriores, la participación o derechos que
reciba el respectivo accionista, socio o partícipe en la entidad resultante de la fusión o en la
escindente o en la entidad beneficiaria o beneficiarias respectivas constituya no menos del



noventa y nueve por ciento (99%) de la contraprestación que reciba el respectivo accionista,
socio o partícipe por sus acciones, cuotas, participaciones o derechos en la entidad absorbente o
escindente sobre bases comerciales razonables según las mismas se reflejen en el método de
valoración y en el mecanismo de intercambio adoptado para la respectiva fusión o escisión;

d) Si los accionistas, socios o partícipes a que se refieren los literales a) y b) anteriores, enajenan
o ceden a cualquier título las acciones, cuotas sociales, participaciones, derechos políticos o
económicos antes de que finalice el segundo año gravable siguiente al año gravable en el cual se
perfeccione la respectiva fusión o escisión, deberán pagar por concepto de impuesto sobre la
renta y complementarios por el respectivo acto de enajenación o cesión, el que aplique al mismo
acto de enajenación, adicionado en un treinta por ciento (30%), sin que en ningún caso dicho
impuesto de renta resulte inferior al diez por ciento (10%) del valor asignado a las acciones,
cuotas, participaciones o derechos del respectivo accionista, socio o partícipe en la fusión o
escisión según el método de valoración adoptado para la misma. Las disposiciones contenidas en
este literal c) no aplicarán a ventas forzadas, transferencias por causa de muerte, transferencias a
título de escisión o fusión que cumpla con los mismos requisitos establecidos en este artículo y
transferencias a título de liquidación;

e) Los accionistas, socios o partícipes a que se refieren los literales a) y b) anteriores, tendrán
como costo fiscal respecto de las acciones, cuotas sociales o participaciones que reciban en la
entidad adquirente respectiva, el mismo costo fiscal que tenían respecto de las acciones, cuotas
sociales o participaciones en la entidad enajenante, sin que se entienda que existe solución de
continuidad en la propiedad sobre la inversión, ni que haya lugar a cambio alguno en cuanto a la
naturaleza de la inversión como activo fijo o movible;

f) Si como contraprestación por todas o parte de las acciones, cuotas sociales, participaciones o
derechos que cualquiera de los accionistas, socios o partícipes de cualquiera de las entidades
enajenantes, estos recibieran dinero u otras especies distintas de acciones, cuotas sociales,
participaciones o derechos en la entidad adquirente, la totalidad de las acciones, cuotas sociales,
participaciones o derechos que tengan en el momento de la fusión o escisión en la entidad
enajenante, se entenderán enajenadas bajo las reglas generales establecidas en este Estatuto y en
otras leyes y estarán sometidas a los impuestos aplicables.

PARÁGRAFO 1o. Para efectos tributarios se entenderá que se está frente a un proceso de
escisión cuando el patrimonio escindido de la(s) entidad(es) escindente(s) o enajenante(s)
califique como una o más unidades de explotación económica o como uno o más
establecimientos de comercio, y no como activos individualmente considerados o como
contrapartida para segregar cuentas patrimoniales, caso en el cual la respectiva escisión tendrá el
tratamiento aplicable a la enajenación de activos.

PARÁGRAFO 2o. Las disposiciones contenidas en este artículo se aplicarán a las fusiones y
escisiones reorganizativas que involucren entidades nacionales y extranjeras siempre que, en el
caso de la fusión, la entidad absorbente o adquirente sea una entidad nacional, y que, en el caso
de la escisión, la(s) entidad(es) beneficiaria(s) o adquirente(s) sea(n) entidad(es) nacional(es).

Artículo 319-7. Fusiones y escisiones gravadas. Las fusiones y escisiones, ya sean adquisitivas o
reorganizativas, que no cumplan con las condiciones y requisitos consagrados en los artículos
anteriores, constituyen enajenación para efectos tributarios y están gravadas con el impuesto
sobre la renta y complementarios de acuerdo con las disposiciones aplicables en materia de
enajenación de activos fijos consagradas en este Estatuto.



Artículo 319-8. Fusiones y escisiones entre entidades extranjeras. Se entenderá que la
transferencia de activos ubicados en el país, producto de procesos de fusión o escisión, en los que
intervengan como enajenantes y adquirentes entidades extranjeras que posean activos ubicados
en el territorio nacional constituye una enajenación para efectos tributarios, y está gravada con el
impuesto sobre la renta y complementarios de acuerdo con las disposiciones aplicables en
materia de enajenación de activos fijos consagradas en este Estatuto.

PARÁGRAFO. Se exceptúan del tratamiento consagrado en el inciso anterior las transferencias
de activos ubicados en el país, producto de procesos de fusión o escisión, en los que intervengan
como enajenantes y adquirentes entidades extranjeras, cuando el valor de los activos ubicados en
Colombia no represente más del veinte por ciento (20%) del valor de la totalidad de los activos
poseídos por el grupo al que pertenezcan las entidades intervinientes en los procesos de fusión o
de escisión, según los estados financieros consolidados de la entidad que tenga la condición de
matriz de las entidades intervinientes en los procesos de fusión o de escisión. Las transferencias
de los activos ubicados en Colombia a los que se refiere este parágrafo recibirán el mismo
tratamiento de las fusiones y escisiones adquisitivas o de las fusiones y escisiones
reorganizativas, según sea el caso.

Artículo 319-9. Responsabilidad solidaria en casos de fusión y escisión. En todos los casos de
fusión, las entidades participantes en la misma, incluyendo las resultantes de dichos procesos si
no existieren previamente a la respectiva operación, serán responsables solidaria e
ilimitadamente entre sí por la totalidad de los tributos a cargo de las entidades participantes en la
fusión en el momento en que la misma se perfeccione, incluyendo los intereses, sanciones,
anticipos, retenciones, contingencias y demás obligaciones tributarias.

En todos los casos de escisión, las entidades beneficiarias serán solidariamente responsables con
la escindente por la totalidad de los tributos a cargo de la entidad escindente en el momento en
que la escisión se perfeccione, incluyendo los intereses, sanciones, anticipos, retenciones,
contingencias y demás obligaciones tributarias.

ARTÍCULO 99. Adiciónese el artículo 356-1 al Estatuto Tributario:

Artículo 356-1. Remuneración cargos directivos contribuyentes régimen especial. El presupuesto
destinado a remunerar, retribuir o financiar cualquier erogación, en dinero o en especie, por
nómina, contratación o comisión, a las personas que ejercen cargos directivos y gerenciales de
las entidades contribuyentes de que trata el artículo 19 de este Estatuto, no podrá exceder del
treinta por ciento (30%) del gasto total anual de la respectiva entidad.

ARTÍCULO 100. Modifíquese el artículo 562 del Estatuto Tributario, el cual quedará así:

Artículo 562. Administración de Grandes Contribuyentes. Para la correcta administración,
recaudo y control de los impuestos nacionales, el Director de la Dirección de Impuestos y
Aduanas Nacionales mediante resolución, establecerá los contribuyentes, responsables o agentes
retenedores que deban ser calificados como Grandes Contribuyentes de acuerdo con su volumen
de operaciones, ingresos, patrimonio, importancia en el recaudo y actividad económica definida
para el control por el comité de programas de la Dirección de Impuestos y Aduanas Nacionales.

ARTÍCULO 101. Modifíquese el artículo 576 del Estatuto Tributario, el cual quedará así:



Artículo 576. Obligados a declarar por contribuyentes sin residencia en el país. Deberán presentar
la declaración de los contribuyentes con residencia en el exterior:

1. Las sucursales de sociedades extranjeras.

2. Los establecimientos permanentes de personas naturales no residentes o de personas jurídicas
o entidades extranjeras, según el caso.

3. A falta de sucursales o de establecimientos permanentes, las sociedades subordinadas.

4. A falta de sucursales, establecimientos permanentes o subordinadas, el agente exclusivo de
negocios.

5. Los factores de comercio, cuando dependan de personas naturales.

Si quienes quedan sujetos a esta obligación no la cumplieren, serán responsables por los
impuestos que se dejaren de pagar.

CAPÍTULO V.

GANANCIAS OCASIONALES.

ARTÍCULO 102. Modifíquese el artículo 302 del Estatuto Tributario, el cual quedará así:

Artículo 302. Origen. Se consideran ganancias ocasionales para los contribuyentes sometidos a
este impuesto, las provenientes de herencias, legados, donaciones, o cualquier otro acto jurídico
celebrado inter vivos a título gratuito, y lo percibido como porción conyugal.

ARTÍCULO 103. Modifíquese el artículo 303 del Estatuto Tributario, el cual quedará así:

Artículo 303. Cómo se determina su valor. El valor de los bienes y derechos que se tendrá en
cuenta para efectos de determinar la base gravable del impuesto a las ganancias ocasionales a las
que se refiere el artículo 302 de este Estatuto será el valor que tengan dichos bienes y derechos a
31 de diciembre del año inmediatamente anterior a la fecha de la liquidación de la sucesión o del
perfeccionamiento del acto de donación o del acto jurídico inter vivos celebrado a título gratuito,
según el caso. En el caso de los bienes y derechos que se relacionan a continuación, el valor se
determinará de conformidad con las siguientes reglas:

1. El valor de las sumas dinerarias será el de su valor nominal.

2. El valor del oro y demás metales preciosos será al valor comercial de tales bienes.

3. El valor de los vehículos automotores será el del avalúo comercial que fije anualmente el
Ministerio de Transporte mediante resolución.

4. El valor de las acciones, aportes y demás derechos en sociedades será el determinado de
conformidad con lo establecido en el artículo 272 de este Estatuto.

5. El valor de los créditos será el determinado de conformidad con lo establecido en el artículo
270 de este Estatuto.

6. El valor de los bienes y créditos en monedas extranjeras será su valor comercial, expresado en



moneda nacional, de acuerdo con la tasa oficial de cambio que haya regido el último día hábil del
año inmediatamente anterior al de liquidación de la sucesión o al de perfeccionamiento del acto
de donación o del acto jurídico inter vivos celebrado a título gratuito, según el caso.

7. El valor de los títulos, bonos, certificados y otros documentos negociables que generan
intereses y rendimientos financieros será el determinado de conformidad con el artículo 271 de
este Estatuto.

8. El valor de los derechos fiduciarios será el 80% del valor determinado de acuerdo con lo
dispuesto en el artículo 271-1 de este Estatuto.

9. El valor de los inmuebles será el determinado de conformidad con el artículo 277 de este
Estatuto.

10. El valor de las rentas o pagos periódicos que provengan de fideicomisos, trusts, fundaciones
de interés privado y otros vehículos semejantes o asimilables, establecidos en Colombia o en el
exterior, a favor de personas naturales residentes en el país será el valor total de las respectivas
rentas o pagos periódicos.

11. El valor del derecho de usufructo temporal se determinará en proporción al valor total de los
bienes entregados en usufructo, establecido de acuerdo con las disposiciones consagradas en este
artículo, a razón de un 5 % de dicho valor por cada año de duración del usufructo, sin exceder del
70% del total del valor del bien. El valor del derecho de usufructo vitalicio será igual al 70% del
valor total de los bienes entregados en usufructo, determinado de acuerdo con las disposiciones
consagradas en este artículo. El valor del derecho de nuda propiedad será la diferencia entre el
valor del derecho de usufructo y el valor total de los bienes, determinado de acuerdo con las
disposiciones consagradas en este artículo.

PARÁGRAFO 1o. En el caso de las rentas y pagos periódicos a los que se refiere el numeral 11
del presente artículo, el impuesto a las ganancias ocasionales se causará el último día del año o
período gravable en el que dichas rentas sean exigibles por parte del contribuyente

PARÁGRAFO 2o. En el caso del derecho de usufructo temporal al que se refiere el numeral 12
del presente artículo, el impuesto a las ganancias ocasionales se causará el último día del año o
período gravable, sobre el 5% del valor del bien entregado en usufructo, de acuerdo con lo
consagrado en el mencionado numeral.

PARÁGRAFO 3o. No se generarán ganancias ocasionales con ocasión de la consolidación del
usufructo en el nudo propietario.

PARÁGRAFO 4o. El valor de los bienes y derechos que el causante, donante o transferente,
según el caso haya adquirido durante el mismo año o período gravable en el que se liquida la
sucesión o se perfecciona el acto de donación o el acto jurídico inter vivos celebrado a título
gratuito, según el caso, será su valor de adquisición.

ARTÍCULO 104. Deróguese el artículo 308 y modifíquese el artículo 307 del Estatuto
Tributario, el cual quedará así:

Artículo 307. Ganancias ocasionales exentas. Las ganancias ocasionales que se enumeran a
continuación están exentas del impuesto a las ganancias ocasionales:



1. El equivalente a las primeras siete mil setecientas (7.700) UVT del valor de un inmueble de
vivienda urbana de propiedad del causante.

2. El equivalente a las primeras siete mil setecientas (7.700) UVT de un inmueble rural de
propiedad del causante, independientemente de que dicho inmueble haya estado destinado a
vivienda o a explotación económica. Esta exención no es aplicable a las casas, quintas o fincas
de recreo.

3. El equivalente a las primeras tres mil cuatrocientas noventa (3.490) UVT del valor de las
asignaciones que por concepto de porción conyugal o de herencia o legado reciban el cónyuge
supérstite y cada uno de los herederos o legatarios, según el caso.

4. El 20% del valor de los bienes y derechos recibidos por personas diferentes de los legitimarios
y/o el cónyuge supérstite por concepto de herencias y legados, y el 20% de los bienes y derechos
recibidos por concepto de donaciones y de otros actos jurídicos inter vivos celebrados a título
gratuito, sin que dicha suma supere el equivalente a dos mil doscientas noventa (2.290) UVT.

5. Igualmente están exentos los libros, las ropas y utensilios de uso personal y el mobiliario de la
casa del causante.

ARTÍCULO 105. Adiciónese el artículo 311-1 del Estatuto Tributario:

Artículo 311-1. Utilidad en la venta de la casa o apartamento. Estarán exentas las primeras siete
mil quinientas (7.500) UVT de la utilidad generada en la venta de la casa o apartamento de
habitación de las personas naturales contribuyentes del impuesto sobre la renta y
complementarios, siempre que la totalidad de los dineros recibidos como consecuencia de la
venta sean depositados en las cuentas de ahorro denominadas “Ahorro para el Fomento de la
Construcción, AFC”, y sean destinados a la adquisición de otra casa o apartamento de habitación,
o para el pago total o parcial de uno o más créditos hipotecarios vinculados directamente con la
casa o apartamento de habitación objeto de venta. En este último caso, no se requiere el depósito
en la cuenta AFC, siempre que se verifique el abono directo al o a los créditos hipotecarios, en
los términos que establezca el reglamento que sobre la materia expida el Gobierno Nacional. El
retiro de los recursos a los que se refiere este artículo para cualquier otro propósito, distinto a los
señalados en esta disposición, implica que la persona natural pierda el beneficio y que se
efectúen, por parte de la respectiva entidad financiera las retenciones inicialmente no realizadas
de acuerdo con las normas generales en materia de retención en la fuente por enajenación de
activos que correspondan a la casa o apartamento de habitación.

PARÁGRAFO. Lo dispuesto en este artículo se aplicará a casas o apartamentos de habitación
cuyo valor catastral o autoavalúo no supere quince mil (15.000) UVT.

ARTÍCULO 106. Modifíquese el artículo 313 del Estatuto Tributario, el cual quedará así:

Artículo 313. Para las sociedades y entidades nacionales y extranjeras. Fíjase en diez por ciento
(10%) la tarifa única sobre las ganancias ocasionales de las sociedades anónimas, de las
sociedades limitadas, y de los demás entes asimilados a unas y otras, de conformidad con las
normas pertinentes. La misma tarifa se aplicará a las ganancias ocasionales de las sociedades
extranjeras de cualquier naturaleza y a cualesquiera otras entidades extranjeras.



ARTÍCULO 107. Modifíquese el artículo 314 del Estatuto Tributario, el cual quedará así:

Artículo 314. Para personas naturales residentes. La tarifa única del impuesto correspondiente a
las ganancias ocasionales de las personas naturales residentes en el país, de las sucesiones de
causantes personas naturales residentes en el país y de los bienes destinados a fines especiales, en
virtud de donaciones o asignaciones modales, es diez por ciento (10%).

ARTÍCULO 108. Modifíquese el artículo 316 del Estatuto Tributario, el cual quedará así:

Artículo 316. Para personas naturales extranjeras sin residencia. La tarifa única sobre las
ganancias ocasionales de fuente nacional de las personas naturales sin residencia en el país y de
las sucesiones de causantes personas naturales sin residencia en el país, es diez por ciento (10%).

CAPÍTULO VI.

NORMAS ANTIEVASIÓN.

ARTÍCULO 109. Adiciónese el artículo 118-1 al Estatuto Tributario:

Artículo 118-1. Subcapitalización. Sin perjuicio de los demás requisitos y condiciones
consagrados en este Estatuto para la procedencia de la deducción de los gastos por concepto de
intereses, los contribuyentes del impuesto sobre la renta y complementarios sólo podrán deducir
los intereses generados con ocasión de deudas, cuyo monto total promedio durante el
correspondiente año gravable no exceda el resultado de multiplicar por tres (3) el patrimonio
líquido del contribuyente determinado a 31 de diciembre del año gravable inmediatamente
anterior.

En virtud de lo dispuesto en el inciso anterior, no será deducible la proporción de los gastos por
concepto de intereses que exceda el límite a que se refiere este artículo.

PARÁGRAFO 1o. Las deudas que se tendrán en cuenta para efectos del cálculo de la proporción
a la que se refiere este artículo son las deudas que generen intereses.

PARÁGRAFO 2o. Los contribuyentes del impuesto sobre la renta y complementarios, que se
constituyan como sociedades, entidades o vehículos de propósito especial para la construcción de
proyectos de vivienda a los que se refiere la Ley 1537 de 2012 sólo podrán deducir los intereses
generados con ocasión de deudas, cuyo monto total promedio durante el correspondiente año
gravable no exceda el resultado de multiplicar por cuatro (4) el patrimonio líquido del
contribuyente determinado a 31 de diciembre del año gravable inmediatamente anterior.

PARÁGRAFO 3o. Lo dispuesto en este artículo no se aplicará a los contribuyentes del impuesto
sobre la renta y complementarios que estén sometidos a inspección y vigilancia de la
Superintendencia Financiera de Colombia.

PARÁGRAFO 4o. Lo dispuesto en este artículo no se aplicará a los casos de financiación de
proyectos de infraestructura de servicios públicos, siempre que dichos proyectos se encuentren a
cargo de sociedades, entidades o vehículos de propósito especial.

Jurisprudencia Vigencia



Corte Constitucional

- La Corte Constitucional mediante Sentencia C-622-15 de 30 de septiembre de 2015,
Magistrado Ponente Dr. Luis Guillermo Guerrero Pérez, declaró:

- la EXEQUIBILIDAD de los incisos primero y segundo, por el cargo por presunta infracción
del principio de certeza en materia tributaria.

-  la EXEQUIBILIDAD de los parágrafos 2º y 4º , por el cargo de presunta infracción de los
principios de igualdad y equidad, en los términos de esta sentencia.

- ESTARSE A LO RESUELTO en la sentencia C-655 de 2014, en cuanto declaró la
exequibilidad de los incisos primero y segundo del artículo 109 de la Ley 1607 de 2012, por
los cargos de presunta infracción de los principios de igualdad, progresividad, justicia y de la
presunción de buena fe, y en cuanto declaró la exequibilidad del parágrafo 1º del mismo
artículo, por la presunta infracción del principio de igualdad.

- Artículo declarado EXEQUIBLE por los cargos analizados por la Corte Constitucional
mediante Sentencia C-665-14 de 10 de septiembre de 2014, Magistrado Ponente Dr. Gabriel
Eduardo Mendoza Martelo.

ARTÍCULO 110. Adiciónese el artículo 143-1 al Estatuto Tributario:

Artículo 143-1. Crédito mercantil en la adquisición de acciones, cuotas o partes de intereses. En
el evento en que se genere crédito mercantil que tenga como origen la adquisición de acciones,
cuotas o partes de interés de sociedades nacionales o extranjeras, se aplicarán las siguientes
reglas:

1. El gasto por amortización del crédito mercantil adquirido o generado por la adquisición de
acciones, cuotas o partes de interés de sociedades nacionales o extranjeras será deducible en la
medida en que cumpla con los requisitos generales establecidos para la deducibilidad de los
gastos, y siempre y cuando el demérito materia de amortización exista y se pruebe por parte del
contribuyente con el respectivo estudio técnico.

2. El gasto por amortización del crédito mercantil no podrá ser deducido por la misma sociedad
cuyas acciones, cuotas o partes de interés hayan sido adquiridas, ni por las sociedades que
resulten de la fusión, escisión o liquidación de la misma sociedad, y

3. El crédito mercantil que no sea materia de amortización, integrará el costo fiscal para quien lo
tenga, respecto de la inversión correspondiente.

PARÁGRAFO 1o. Lo dispuesto en este artículo se aplicará al crédito mercantil que se genere
con ocasión de la adquisición de acciones, cuotas, o partes de interés que se perfeccione con
posterioridad al 1o de enero de 2013 y al crédito mercantil que se genere con ocasión de las
operaciones de adquisición de acciones, cuotas o partes de interés, objeto de contratos suscritos o
celebrados con anterioridad al 1o de enero de 2013, cuyo perfeccionamiento esté sujeto a la
decisión, autorización, o aprobación de autoridad gubernamental competente, en virtud de
trámites que se hubieren iniciado antes del 31 de diciembre de 2012.

PARÁGRAFO 2o. Lo previsto en el numeral 1 del presente artículo no será aplicable a las
entidades sometidas a la inspección y vigilancia de la Superintendencia Financiera, las cuales



podrán deducir el gasto por amortización del crédito mercantil adquirido o generado en la
adquisición de acciones, de acuerdo con las metodologías contempladas en la regulación
prudencial que le sea aplicable; tampoco le será aplicable lo consagrado en el numeral 2 del
presente artículo, cuando la fusión, escisión, liquidación o cualquier otro tipo de reorganización
empresarial ocurra por mandato legal.

ARTÍCULO 111. Modifíquese el artículo 260-1 del Estatuto Tributario, el cual quedará así:

Artículo 260-1. Criterios de vinculación. Para efectos del impuesto sobre la renta y
complementarios, se considera que existe vinculación cuando un contribuyente se encuentra en
uno o más de los siguientes casos:

1. Subordinadas

a) Una entidad será subordinada o controlada cuando su poder de decisión se encuentre sometido
a la voluntad de otra u otras personas o entidades que serán su matriz o controlante, bien sea
directamente, caso en el cual aquella se denominará filial, o con el concurso o por intermedio de
las subordinadas de la matriz, en cuyo caso se llamará subsidiaria;

b) Será subordinada una sociedad cuando se encuentre en uno o más de los siguientes casos:

i) Cuando más del 50% de su capital pertenezca a la matriz, directamente o por intermedio o con
el concurso de sus subordinadas, o de las subordinadas de estas. Para tal efecto, no se
computarán las acciones con dividendo preferencial y sin derecho a voto;

ii) Cuando la matriz y las subordinadas tengan conjunta o separadamente el derecho de emitir los
votos constitutivos de la mayoría mínima decisoria en la junta de socios o en la asamblea, o
tengan el número de votos necesarios para elegir la mayoría de miembros de la junta directiva, si
la hubiere;

iii) Cuando la matriz, directamente o por intermedio o con el concurso de las subordinadas, en
razón de un acto o negocio con la sociedad controlada o con sus socios, ejerza influencia
dominante en las decisiones de los órganos de administración de la sociedad;

iv) Igualmente habrá subordinación, cuando el control conforme a los supuestos previstos en el
presente artículo, sea ejercido por una o varias personas naturales o jurídicas o entidades o
esquemas de naturaleza no societario, bien sea directamente o por intermedio o con el concurso
de entidades en las cuales esta posean más del cincuenta (50%) del capital o configuren la
mayoría mínima para la toma de decisiones o ejerzan influencia dominante en la dirección o
toma de decisiones de la entidad;

v) Igualmente habrá subordinación cuando una misma persona natural o unas mismas personas
naturales o jurídicas, o un mismo vehículo no societario o unos mismos vehículos no societarios,
conjunta o separadamente, tengan derecho a percibir el cincuenta por ciento de las utilidades de
la sociedad subordinada.

2. Sucursales, respecto de sus oficinas principales.

3. Agencias, respecto de las sociedades a las que pertenezcan.

4. Establecimientos permanentes, respecto de la empresa cuya actividad realizan en todo o en



parte.

5. Otros casos de Vinculación Económica:

a) Cuando la operación tiene lugar entre dos subordinadas de una misma matriz;

b) Cuando la operación tiene lugar entre dos subordinadas que pertenezcan directa o
indirectamente a una misma persona natural o jurídica o entidades o esquemas de naturaleza no
societaria;

c) Cuando la operación se lleva a cabo entre dos empresas en las cuales una misma persona
natural o jurídica participa directa o indirectamente en la administración, el control o el capital de
ambas. Una persona natural o jurídica puede participar directa o indirectamente en la
administración, el control o el capital de otra cuando i) posea, directa o indirectamente, más del
50% del capital de esa empresa, o, ii) tenga la capacidad de controlar las decisiones de negocio
de la empresa;

d) Cuando la operación tiene lugar entre dos empresas cuyo capital pertenezca directa o
indirectamente en más del cincuenta por ciento (50%) a personas ligadas entre sí por matrimonio,
o por parentesco hasta el segundo grado de consanguinidad o afinidad, o único civil;

e) Cuando la operación se realice entre vinculados a través de terceros no vinculados;

f) Cuando más del 50% de los ingresos brutos provengan de forma individual o conjunta de sus
socios o accionistas, comuneros, asociados, suscriptores o similares;

g) Cuando existan consorcios, uniones temporales, cuentas en participación, otras formas
asociativas que no den origen a personas jurídicas y demás contratos de colaboración
empresarial.

La vinculación se predica de todas las sociedades y vehículos o entidades no societarias que
conforman el grupo, aunque su matriz esté domiciliada en el exterior.

ARTÍCULO 112. Modifíquese el artículo 260-2 del Estatuto Tributario, el cual quedará así:

Artículo 260-2. Operaciones con vinculados. Los contribuyentes del impuesto sobre la renta y
complementarios que celebren operaciones con vinculados del exterior están obligados a
determinar, para efectos del impuesto sobre la renta y complementarios, sus ingresos ordinarios y
extraordinarios, sus costos y deducciones, y sus activos y pasivos, considerando para esas
operaciones el Principio de Plena Competencia.

Se entenderá que el Principio de Plena Competencia es aquel en el cual una operación entre
vinculados cumple con las condiciones que se hubieren utilizado en operaciones comparables
con o entre partes independientes.

La Administración Tributaria, en desarrollo de sus facultades de verificación y control, podrá
determinar, para efectos fiscales, los ingresos ordinarios y extraordinarios, los costos y
deducciones y los activos y pasivos generados en las operaciones realizadas por los
contribuyentes del impuesto sobre la renta y complementarios con sus vinculados, mediante la
determinación de las condiciones utilizadas en operaciones comparables con o entre partes
independientes.



Cuando una entidad extranjera, vinculada a un establecimiento permanente en Colombia,
concluya una operación con otra entidad extranjera, a favor de dicho establecimiento, este
último, está obligado a determinar, para efectos del impuesto sobre la renta y complementarios,
sus ingresos ordinarios y extraordinarios, sus costos y deducciones y sus activos y pasivos
considerando para esas operaciones el Principio de Plena Competencia.

Así mismo, cuando los contribuyentes del impuesto sobre la renta y complementarios celebren
operaciones con vinculados residentes en Colombia, en relación con el establecimiento
permanente de uno de ellos en el exterior, están obligados a determinar, para efectos del
impuesto sobre la renta y complementarios, sus ingresos ordinarios y extraordinarios, sus costos
y deducciones, y sus activos y pasivos, considerando para esas operaciones el Principio de Plena
Competencia.

Sin perjuicio de lo consagrado en otras disposiciones en este Estatuto, los contribuyentes del
impuesto sobre la renta y complementarios ubicados domiciliados o residentes en el Territorio
Aduanero Nacional, que celebren operaciones con vinculados ubicados en zona franca están
obligados a determinar, para efectos del impuesto sobre la renta y complementarios, sus ingresos
ordinarios y extraordinarios, sus costos y deducciones, y sus activos y pasivos, considerando para
esas operaciones el Principio de Plena Competencia.

PARÁGRAFO. Los precios de transferencia a que se refiere el presente título, solamente
producen efectos en la determinación del impuesto sobre la renta y complementarios.

ARTÍCULO 113. Modifíquese el artículo 260-3 del Estatuto Tributario, el cual quedará así:

Artículo 260-3. Métodos para determinar el precio o margen de utilidad en las operaciones con
vinculados. El precio o margen de utilidad en las operaciones celebradas entre vinculados se
podrá determinar por la aplicación de cualquiera de los siguientes métodos:

1. Precio comparable no controlado. Compara el precio de bienes o servicios transferidos en una
operación entre vinculados, frente al precio cobrado por bienes o servicios en una operación
comparable entre partes independientes, en situaciones comparables.

Cuando se trate de operaciones de adquisición de activos usados realizadas por los
contribuyentes del impuesto sobre la renta y complementarios a sus vinculados, la aplicación del
método de Precio Comparable no Controlado será mediante la presentación de la factura de
adquisición del activo nuevo al momento de su compra a un tercero independiente y la aplicación
posterior de la depreciación que ya se ha amortizado desde la adquisición del activo, permitida de
acuerdo con los principios de contabilidad generalmente aceptados en Colombia.

2. Precio de reventa. En este método el precio de adquisición de bienes o servicios entre
vinculados es calculado como el precio de reventa a partes independientes menos el porcentaje
de utilidad bruta que hubieran obtenido partes independientes en operaciones comparables. Para
los efectos de este método, el porcentaje de utilidad bruta se calculará dividiendo la utilidad bruta
entre las ventas netas.

3. Costo adicionado. Este método valora bienes o servicios entre vinculados al costo, al que se le
debe sumar el porcentaje de utilidad bruta que hubieran obtenido partes independientes en
operaciones comparables. Para los efectos de este método, el porcentaje de utilidad bruta se
calculará dividiendo la utilidad bruta entre el costo de ventas netas.



4. Márgenes transaccionales de utilidad de operación. Consiste en determinar, en operaciones
entre vinculados, la utilidad de operación que hubieran obtenido con o entre partes
independientes en operaciones comparables, con base en factores de rentabilidad que toman en
cuenta variables tales como activos, ventas, costos, gastos o flujos de efectivo.

5. Partición de utilidades. Este método identifica las utilidades a ser repartidas entre vinculados
por las operaciones en las que estos participen y posteriormente asigna dichas utilidades entre las
partes vinculadas sobre una base económica válida, en las proporciones que hubieran sido
asignadas si dichas partes vinculadas hubieran actuado como partes independientes de
conformidad con el Principio de Plena Competencia y considerando, entre otros, el volumen de
activos, costos y gastos asumidos por cada una de las vinculadas en las operaciones entre ellas.
La aplicación de este método se debe realizar de conformidad con las siguientes reglas:

a) Se determinará la utilidad de operación global mediante la suma de la utilidad de operación
obtenida en la operación por cada uno de los vinculados;

b) La utilidad de operación global se asignará de acuerdo con los siguientes parámetros:

i) Análisis de Contribución: Cada uno de los vinculados participantes en la operación recibirá
una remuneración de plena competencia por sus contribuciones rutinarias en relación con la
operación. Dicha remuneración será calculada mediante la aplicación del método más apropiado
a que se refieren los numerales 1 al 4 del presente artículo, como referencia de la remuneración
que hubiesen obtenido partes independientes en operaciones comparables;

ii) Análisis Residual: Cualquier utilidad residual que resulte después de la aplicación del numeral
anterior, se distribuirá entre los vinculados involucrados en la operación en las proporciones en
las cuales se habrían distribuido si dichas partes vinculadas hubiesen sido partes independientes
actuando de conformidad con el Principio de Plena Competencia.

Cuando haya dos o más operaciones independientes, y cada una de las cuales sea igualmente
comparable a la operación entre vinculados, se podrá obtener un rango de indicadores financieros
relevantes de precios o márgenes de utilidad, habiéndoles aplicado el más apropiado de los
métodos indicados en este Artículo. Este rango se denominará de Plena Competencia. Este rango
podrá ser ajustado mediante la aplicación de métodos estadísticos, en particular el rango
intercuartil, cuando se considere apropiado.

Si los precios o márgenes de utilidad del contribuyente se encuentran dentro del rango de Plena
Competencia, estos serán considerados acordes con los precios o márgenes utilizados en
operaciones entre partes independientes.

Si los precios o márgenes de utilidad del contribuyente se encuentran fuera del rango de Plena
Competencia, la mediana de dicho rango se considerará como el precio o margen de utilidad de
Plena Competencia para las operaciones entre vinculados.

Para la determinación de cuál de los métodos anteriores resulta más apropiado, en cada caso, se
deben utilizar los siguientes criterios: i) los hechos y circunstancias de las transacciones
controladas o analizadas, con base en un análisis funcional detallado, ii) la disponibilidad de
información confiable, particularmente de operaciones entre terceros independientes, necesaria
para la aplicación del método, iii) el grado de comparabilidad de las operaciones controladas
frente a las independientes y iv) la confiabilidad de los ajustes de comparabilidad que puedan ser
necesarios para eliminar las diferencias materiales entre las operaciones entre vinculados frente a



las independientes.

Para los efectos de este artículo, los ingresos, costos, utilidad bruta, ventas netas, gastos, utilidad
de operación, activos y pasivos, se determinarán con base en los principios de contabilidad
generalmente aceptados en Colombia.

PARÁGRAFO 1o. Para el caso de operaciones de compraventa de acciones que no coticen en
bolsa o de aquellas operaciones que involucren la transferencia de otros tipos de activos y que
presenten dificultades en materia de comparabilidad, se deberán utilizar los métodos de
valoración financiera comúnmente aceptados, en particular aquel que calcule el valor de mercado
a través del valor presente de los ingresos futuros, y bajo ninguna circunstancia se aceptará como
método válido de valoración el del Valor Patrimonial o Valor Intrínseco.

PARÁGRAFO 2o. Para los servicios intragrupo o acuerdo de costos compartidos, prestado entre
vinculados, el contribuyente debe demostrar la prestación real del servicio y que el valor cobrado
o pagado por dicho servicio se encuentra cumpliendo el principio de plena competencia, de
conformidad con lo establecido en el presente artículo.

PARÁGRAFO 3o. REESTRUCTURACIONES EMPRESARIALES. Se entiende como
reestructuración empresarial la redistribución de funciones, activos o riesgos que llevan a cabo
las empresas nacionales a sus vinculadas en el exterior. Para lo cual el contribuyente debe tener
una retribución en cumplimiento del principio de plena competencia.

ARTÍCULO 114. Modifíquese el artículo 260-4 del Estatuto Tributario, el cual quedará así:

Artículo 260-4. Criterios de comparabilidad para operaciones entre vinculados y terceros
independientes. Para efectos del régimen de precios de transferencia, dos operaciones son
comparables cuando no existan diferencias significativas entre ellas, que puedan afectar
materialmente las condiciones analizadas a través de la metodología de precios de transferencia
apropiada. También son comparables en los casos que dichas diferencias puedan eliminarse
realizando ajustes suficientemente fiables a fin de eliminar los efectos de dichas diferencias en la
comparación.

Para determinar si las operaciones son comparables o si existen diferencias significativas, se
tomarán en cuenta los siguientes atributos de las operaciones, dependiendo del método de precios
de transferencia seleccionado:

1. Las características de las operaciones, incluyendo:

a) En el caso de operaciones de financiamiento, elementos tales como el monto del principal, el
plazo, la calificación de riesgo, la garantía, la solvencia del deudor y tasa de interés. Los pagos de
intereses, independientemente de la tasa de interés pactada, no serán deducibles si no se cumple
con los elementos de comparabilidad enunciados. Lo anterior debido a que si los términos y
condiciones de las operaciones de financiamiento son tales que no son propias o no concuerdan
con las de las prácticas de mercado, dichas operaciones no serán consideradas como préstamos ni
intereses, sino como aportes de capital y serán tratadas como dividendos;

b) En el caso de prestación de servicios, elementos tales como la naturaleza del servicio y
“know-how”, o conocimiento técnico;

c) En el caso de otorgamiento del derecho de uso o enajenación de bienes tangibles, elementos



tales como las características físicas, calidad, confiabilidad, disponibilidad del bien y volumen de
la oferta;

d) En el caso en el que se conceda la explotación o se transfiera un bien intangible, elementos
tales como la clase del bien, patente, marca, nombre comercial o “know-how”, la duración y el
grado de protección y los beneficios que se espera obtener de su uso;

e) En el caso de enajenación de acciones, para efectos de comparabilidad, se debe considerar el
valor presente de las utilidades o flujos de efectivo proyectados, o la cotización bursátil del
emisor correspondiente al último día de la enajenación.

2. Las funciones o actividades económicas, incluyendo los activos utilizados y riesgos asumidos
en las operaciones, de cada una de las partes involucradas en la operación.

3. Los términos contractuales de las partes que se evidencien frente a la realidad económica de la
operación.

4. Las circunstancias económicas o de mercado, tales como ubicación geográfica, tamaño del
mercado, nivel del mercado (por mayor o detal), nivel de la competencia en el mercado, posición
competitiva de compradores y vendedores, la disponibilidad de bienes y servicios sustitutos, los
niveles de la oferta y la demanda en el mercado, poder de compra de los consumidores,
reglamentos gubernamentales, costos de producción, costo de transporte y la fecha y hora de la
operación.

5. Las estrategias de negocios, incluyendo las relacionadas con la penetración, permanencia y
ampliación del mercado.

PARÁGRAFO. En caso de existir comparables internos, el contribuyente deberá tomarlos en
cuenta de manera prioritaria en el análisis de los precios de transferencia.

ARTÍCULO 115. Modifíquese el artículo 260-5 del Estatuto Tributario, el cual quedará así:

Artículo 260-5. Documentación comprobatoria. Los contribuyentes del impuesto sobre la renta y
complementarios cuyo patrimonio bruto en el último día del año o período gravable sea igual o
superior al equivalente a cien mil (100.000) UVT o cuyos ingresos brutos del respectivo año sean
iguales o superiores al equivalente a sesenta y un mil (61.000) UVT, que celebren operaciones
con vinculados conforme a lo establecido en los artículos 260-1 y 260-2 de este Estatuto, deberán
preparar y enviar la documentación comprobatoria relativa a cada tipo de operación con la que
demuestren la correcta aplicación de las normas del régimen de precios de transferencia, dentro
de los plazos y condiciones que establezca el Gobierno Nacional.

Dicha documentación deberá conservarse por un término mínimo de cinco (5) años, contados a
partir del 1o de enero del año siguiente al año gravable de su elaboración, expedición o recibo y
colocarse a disposición de la Administración Tributaria, cuando esta así lo requiera.

La información financiera y contable utilizada para la preparación de la documentación
comprobatoria deberá estar certificada por el Revisor Fiscal.

ARTÍCULO 116. Modifíquese el artículo 260-6 del Estatuto Tributario, el cual quedará así:

Artículo 260-6. Ajustes. uando de conformidad con lo establecido en un tratado internacional en



materia tributaria celebrado por Colombia, las autoridades competentes del país con el que se
hubiese celebrado el tratado, realicen un ajuste a los precios o montos de contraprestación de un
contribuyente residente en ese país y siempre que dicho ajuste sea aceptado por la Dirección de
Impuestos y Aduanas Nacionales, la parte relacionada residente en Colombia podrá presentar una
declaración de corrección sin sanción en la que se refleje el ajuste correspondiente.

ARTÍCULO 117. Modifíquese el artículo 260-7 del Estatuto Tributario, el cual quedará así:

Artículo 260-7. Paraísos fiscales. Los paraísos fiscales serán determinados por el Gobierno
Nacional mediante reglamento, con base en el cumplimiento de uno cualquiera de los criterios
que a continuación se señalan:

1. Inexistencia de tipos impositivos o existencia de tipos nominales sobre la renta bajos, con
respecto a los que se aplicarían en Colombia en operaciones similares.

2. Carencia de un efectivo intercambio de información o existencia de normas legales o prácticas
administrativas que lo limiten.

3. Falta de transparencia a nivel legal, reglamentario o de funcionamiento administrativo.

4. Inexistencia del requisito de una presencia local sustantiva, del ejercicio de una actividad real
y con sustancia económica.

Además de los criterios señalados, el Gobierno Nacional tendrá como referencia los criterios
internacionalmente aceptados para la determinación de los paraísos fiscales.

PARÁGRAFO 1o. El Gobierno Nacional actualizará el listado de paraísos fiscales, atendiendo
los criterios señalados en este artículo, cuando lo considere pertinente.

PARÁGRAFO 2o. Sin perjuicio de lo consagrado en las demás disposiciones de este Estatuto,
las operaciones que realicen los contribuyentes del impuesto sobre la renta y complementarios
con personas, sociedades, entidades o empresas ubicadas, residentes o domiciliadas en paraísos
fiscales deberán estar sometidas al régimen de precios de transferencia y cumplir con la
obligación de presentar la documentación comprobatoria a la que se refiere el artículo 260-5 de
este Estatuto y la declaración informativa a la que se refiere el artículo 260-9 de este Estatuto con
respecto a dichas operaciones, independientemente de que su patrimonio bruto en el último día
del año o periodo gravable, o sus ingresos brutos del respectivo año sean inferiores a los topes
allí señalados.

PARÁGRAFO 3o. Cuando los contribuyentes del impuesto sobre la renta y complementarios
realicen operaciones que resulten en pagos a favor de personas, sociedades, entidades o empresas
ubicadas, residentes o domiciliadas en un paraíso fiscal, dichos contribuyentes deberán
documentar y demostrar el detalle de las funciones realizadas, activos empleados, riesgos
asumidos y la totalidad de los costos y gastos incurridos por la persona o empresa ubicada,
residente o domiciliada en el paraíso fiscal para la realización de las actividades que generaron
los mencionados pagos, so pena de que, dichos pagos sean tratados como no deducibles del
impuesto sobre la renta y complementarios.

ARTÍCULO 118. Modifíquese el artículo 260-8 del Estatuto Tributario, el cual quedará así:



Artículo 260-8. Costos y deducciones. Lo dispuesto en los artículos 35, 90, 124-1, 151, 152 y
numerales 2 y 3 del artículo 312 de este Estatuto, no se aplicará a los contribuyentes que cumplan
con la obligación señalada en el inciso primero del artículo 260-5 de este Estatuto en relación con
las operaciones a las cuales se les aplique este régimen.

Las operaciones a las cuales se les apliquen las normas de precios de transferencia, no están
cobijadas con las limitaciones a los costos y gastos previstos en este Estatuto para los vinculados.

Lo anterior sin perjuicio de lo previsto en el inciso 2o del artículo 156 de este Estatuto.

Notas del Editor

- Destaca el editor que el artículo 156 del Estatuto Tributario no tiene inciso 2o.

ARTÍCULO 119. Modifíquese el artículo 260-9 del Estatuto Tributario, el cual quedará así:

Artículo 260-9. Obligación de presentar declaración informativa. Los contribuyentes del
impuesto sobre la renta y complementarios, obligados a la aplicación de las normas que regulan
el régimen de precios de transferencia, cuyo patrimonio bruto en el último día del año o período
gravable sea igual o superior al equivalente a cien mil (100.000) UVT o cuyos ingresos brutos
del respectivo año sean iguales o superiores al equivalente a sesenta y un mil (61.000) UVT, que
celebren operaciones con vinculados conforme a lo establecido en los artículos 260-1 y 260-2 de
este Estatuto, deberán presentar anualmente una declaración informativa de las operaciones
realizadas con dichos vinculados.

ARTÍCULO 120. Modifíquese el artículo 260-10 del Estatuto Tributario, el cual quedará así:

Artículo 260-10. Acuerdos anticipados de precios. La Administración Tributaria tendrá la
facultad de celebrar acuerdos con contribuyentes del impuesto sobre la renta, nacionales o
extranjeros, mediante los cuales se determine el precio o margen de utilidad de las diferentes
operaciones que realicen con sus vinculados, en los términos que establezca el reglamento.

La determinación de los precios mediante acuerdo se hará con base en los métodos y criterios de
que trata este capítulo y podrá surtir efectos en el año en que se suscriba el acuerdo, el año
inmediatamente anterior, y hasta por los tres (3) períodos gravables siguientes a la suscripción
del acuerdo.

Los contribuyentes deberán solicitar por escrito la celebración del acuerdo. La Administración
Tributaria, tendrá un plazo máximo de nueve (9) meses contados a partir de la presentación de la
solicitud de acuerdos unilaterales, para efectuar los análisis pertinentes, solicitar y recibir
modificaciones y aclaraciones y aceptar o rechazar la solicitud. Para acuerdos bilaterales o
multilaterales, el tiempo será el que se determine conjuntamente entre las autoridades
competentes de dos o más Estados.

El contribuyente podrá solicitar la modificación del acuerdo, cuando considere que durante la
vigencia del mismo se han presentado variaciones significativas de los supuestos tenidos en
cuenta al momento de su celebración. La Administración Tributaria tendrá un término de dos (2)
meses para aceptar, desestimar o rechazar la solicitud, de conformidad con lo previsto en el
reglamento.

Cuando la Administración Tributaria establezca que se han presentado variaciones significativas



en los supuestos considerados al momento de suscribir el acuerdo, podrá informar al
contribuyente sobre tal situación. El contribuyente dispondrá de un mes (1) a partir del
conocimiento del informe para solicitar la modificación del acuerdo. Si vencido este plazo no
presenta la correspondiente solicitud, la Administración Tributaria cancelará el acuerdo.

Cuando la Administración Tributaria establezca que el contribuyente ha incumplido alguna de las
condiciones pactadas en el acuerdo suscrito, procederá a su cancelación.

Cuando la Administración Tributaria establezca que durante cualquiera de las etapas de
negociación o suscripción del acuerdo, o durante la vigencia del mismo, el contribuyente
suministró información que no corresponde con la realidad, revocará el acuerdo dejándolo sin
efecto desde la fecha de su suscripción.

El contribuyente que suscriba un acuerdo, deberá presentar un informe anual de las operaciones
amparadas con el acuerdo en los términos que establezca el reglamento.

Contra las resoluciones que rechacen las solicitudes de acuerdo presentadas por los
contribuyentes, las que desestimen o rechacen las solicitudes de modificación del acuerdo, y
aquellas por medio de las cuales la Administración Tributaria cancele unilateralmente el acuerdo,
procederá el recurso de reposición que se deberá interponer ante el funcionario que tomó la
decisión, dentro de los quince (15) días siguientes a su notificación.

La Administración Tributaria tendrá un término de dos (2) meses contados a partir de su
interposición para resolver el recurso.

ARTÍCULO 121. Modifíquese el artículo 260-11 del Estatuto Tributario, el cual quedará así:

Artículo 260-11. Sanciones respecto de la documentación comprobatoria y de la declaración
informativa. Respecto a la documentación comprobatoria y a la declaración informativa se
aplicarán las siguientes sanciones:

A. Documentación comprobatoria.

1. Sanción por extemporaneidad. La presentación extemporánea de la documentación
comprobatoria dará lugar a la imposición de una sanción por extemporaneidad, la cual se
determinará de la siguiente manera:

a) Presentación dentro de los quince días hábiles siguientes al vencimiento del plazo para
presentar la documentación comprobatoria: Cuando la documentación comprobatoria se presente
dentro de los quince días hábiles siguientes al vencimiento del plazo para su presentación habrá
lugar a la imposición de una sanción equivalente a setenta y cinco (75) UVT por cada día hábil
de retardo, sin que dicha sanción exceda la suma equivalente a mil ciento veinticinco (1.125)
UVT.

Cuando se trate de contribuyentes cuyas operaciones sometidas al régimen de precios de
transferencia, en el año o periodo gravable al que se refiere la documentación comprobatoria,
tengan un monto inferior al equivalente a ochenta mil (80.000) UVT, la sanción a la que se
refiere este literal será equivalente a quince (15) UVT por cada día hábil de retardo, sin que dicha
sanción exceda la suma equivalente a doscientas veinticinco (225) UVT;

b) Presentación con posterioridad a los quince días hábiles siguientes al vencimiento del plazo



para presentar la documentación comprobatoria: Cuando la documentación comprobatoria se
presente con posterioridad a los quince días hábiles siguientes al vencimiento del plazo para su
presentación habrá lugar a la imposición de una sanción equivalente a mil doscientas (1.200)
UVT por cada mes o fracción de mes calendario de retardo en la presentación de la
documentación, sin que dicha sanción exceda la suma equivalente a catorce mil cuatrocientas
(14.400) UVT.

Cuando se trate de contribuyentes cuyas operaciones sometidas al régimen de precios de
transferencia, en el año o periodo gravable al que se refiere la documentación comprobatoria,
tengan un monto inferior al equivalente a ochenta mil (80.000) UVT, la sanción a la que se
refiere este literal será equivalente a doscientas cincuenta (250) UVT por cada mes o fracción de
mes calendario de retardo, sin que dicha sanción exceda la suma equivalente a tres mil (3.000)
UVT.

2. Sanción por inconsistencias en la documentación comprobatoria. Cuando la documentación
comprobatoria, relativa a una o más de las operaciones sometidas al régimen de precios de
transferencia, presente inconsistencias tales como errores en la información, información cuyo
contenido no corresponde a lo solicitado, o información que no permite verificar la aplicación del
régimen de precios de transferencia, habrá lugar a la imposición de una sanción equivalente al
uno por ciento (1%) del valor de dichas operaciones, sin que la sanción exceda la suma
equivalente a tres mil ochocientas (3.800) UVT.

Cuando se trate de contribuyentes cuyas operaciones sometidas al régimen de precios de
transferencia, en el año o periodo gravable al que se refiere la documentación comprobatoria,
tengan un monto inferior al equivalente a ochenta mil (80.000) UVT, la sanción consagrada en
este inciso no podrá exceder la suma equivalente a ochocientas (800) UVT.

3. Sanción por omisión de información en la documentación comprobatoria. Cuando en la
documentación comprobatoria se omita información relativa a las operaciones sometidas al
régimen de precios de transferencia habrá lugar a la imposición de una sanción del dos por ciento
(2%) sobre el valor total de dichas operaciones, sin que la sanción exceda la suma equivalente a
cinco mil (5.000) UVT, además del desconocimiento de los costos y deducciones originados en
las operaciones respecto de las cuales no se suministró información.

Cuando se trate de contribuyentes cuyas operaciones sometidas al régimen de precios de
transferencia, en el año o periodo gravable al que se refiere la documentación comprobatoria,
tengan un monto inferior al equivalente a ochenta mil (80.000) UVT, la sanción consagrada en
este inciso no podrá exceder la suma equivalente a mil cuatrocientas (1.400) UVT.

Cuando de la documentación comprobatoria no sea posible establecer la base para determinar la
sanción por omisión de información, dicha base será determinada teniendo en cuenta la
información relacionada con las operaciones respecto de las cuales se omitió la información
consignada en la declaración informativa. En el evento en que no sea posible liquidar la sanción
teniendo en cuenta la información consignada en la declaración informativa, dicha sanción
corresponderá al uno por ciento (1%) de los ingresos netos reportados en la última declaración de
renta presentada por el contribuyente. Si no existieren ingresos, la sanción corresponderá al uno
por ciento (1%) del patrimonio bruto reportado en la última declaración de renta presentada por
el contribuyente, sin que dicha sanción exceda la suma equivalente a veinte mil (20.000) UVT.

4. Sanción por omisión de información en la documentación comprobatoria, relativa a



operaciones con personas, sociedades, entidades o empresas ubicadas, residentes o domiciliadas
en paraísos fiscales. Cuando en la documentación comprobatoria se omita información relativa a
operaciones realizadas con personas, sociedades, entidades o empresas ubicadas, residentes o
domiciliadas en paraísos fiscales, además del desconocimiento de los costos y deducciones
originados en dichas operaciones, se generará una sanción del cuatro por ciento (4%) del valor
total de dichas operaciones, sin que dicha sanción exceda la suma equivalente a diez mil (10.000)
UVT.

En todo caso, si el contribuyente subsana la omisión con anterioridad a la notificación de la
liquidación de revisión, no habrá lugar a aplicar la sanción por desconocimiento de costos y
deducciones.

5. Sanción reducida en relación con la documentación comprobatoria. Las sanciones pecuniarias
a que se refieren los numerales 2, 3 y 4 del literal a) de este artículo se reducirán al cincuenta por
ciento (50%) de la suma determinada en el pliego de cargos o en el requerimiento especial, según
el caso, si las inconsistencias u omisiones son subsanadas por el contribuyente antes de la
notificación de la resolución que impone la sanción o de la liquidación oficial de revisión, según
el caso. Para tal efecto, se deberá presentar ante la dependencia que esté conociendo de la
investigación un memorial de aceptación de la sanción reducida, en el cual se acredite que la
omisión fue subsanada, así como el pago o acuerdo de pago de la misma.

El procedimiento para la aplicación de las sanciones aquí previstas será el contemplado en los
artículos 637 y 638 de este Estatuto. Cuando la sanción se imponga mediante resolución
independiente, previamente se dará traslado del pliego de cargos a la persona o entidad
sancionada, quien tendrá un término de un mes para responder.

6. Sanción por corrección de la documentación comprobatoria. Cuando, con posterioridad a la
notificación del requerimiento especial o del pliego de cargos, según el caso, el contribuyente
corrija la documentación comprobatoria modificando los métodos para determinar el precio o
margen de utilidad, o los criterios de comparabilidad, habrá lugar a una sanción del cuatro por
ciento (4%) del valor total de las operaciones sometidas al régimen de precios de transferencia,
sin que dicha sanción exceda la suma equivalente a veinte mil (20.000) UVT.

B. Declaración Informativa.

1. Sanción por extemporaneidad. La presentación extemporánea de la declaración informativa
dará lugar a la imposición de una sanción por extemporaneidad, la cual se determinará de la
siguiente manera:

a) Presentación dentro de los quince días hábiles siguientes al vencimiento del plazo para
presentar la declaración informativa: Cuando la declaración informativa se presente dentro de los
quince días hábiles siguientes al vencimiento del plazo para su presentación habrá lugar a la
imposición de una sanción equivalente a cincuenta (50) UVT por cada día hábil de retardo, sin
que dicha sanción exceda la suma equivalente a setecientos cincuenta (750) UVT.

Cuando se trate de contribuyentes cuyas operaciones sometidas al régimen de precios de
transferencia, en el año o periodo gravable al que se refiere la declaración informativa, tengan un
monto inferior al equivalente a ochenta mil (80.000) UVT, la sanción a la que se refiere este
literal será equivalente a diez (10) UVT por cada día hábil de retardo, sin que dicha sanción
exceda la suma equivalente a ciento cincuenta (150) UVT;



b) Presentación con posterioridad a los quince días hábiles siguientes al vencimiento del plazo
para presentar la declaración informativa: Cuando la declaración informativa se presente con
posterioridad a los quince días hábiles siguientes al vencimiento del plazo para su presentación
habrá lugar a la imposición de una sanción equivalente a ochocientas (800) UVT por cada mes o
fracción de mes calendario de retardo en la presentación de la declaración, sin que dicha sanción
exceda la suma equivalente a nueve mil seiscientas (9.600) UVT.

Cuando se trate de contribuyentes cuyas operaciones sometidas al régimen de precios de
transferencia, en el año o periodo gravable al que se refiere la declaración informativa, tengan un
monto inferior al equivalente a ochenta mil (80.000) UVT, la sanción a la que se refiere este
literal será equivalente a ciento sesenta (160) UVT por cada mes o fracción de mes calendario de
retardo, sin que dicha sanción exceda la suma equivalente a mil novecientas veinte (1.920) UVT.

2. Sanción por inconsistencias en la declaración informativa. Cuando la declaración informativa
contenga inconsistencias respecto a una o más operaciones sometidas al régimen de precios de
transferencia, habrá lugar a la imposición de una sanción equivalente al cero punto seis por
ciento (0.6%) del valor de dichas operaciones, sin que la sanción exceda la suma equivalente a
dos mil doscientas ochenta (2.280) UVT.

Cuando se trate de contribuyentes cuyas operaciones sometidas al régimen de precios de
transferencia, en el año o periodo gravable al que se refiere la declaración informativa, tengan un
monto inferior al equivalente a ochenta mil (80.000) UVT, la sanción consagrada en este inciso
no podrá exceder el equivalente a cuatrocientas ochenta (480) UVT.

Se entiende que se presentan inconsistencias en la declaración informativa cuando los datos y
cifras consignados en la declaración informativa no coincidan con la documentación
comprobatoria.

3. Sanción por omisión de información en la declaración informativa. Cuando en la declaración
informativa se omita información relativa a las operaciones sometidas al régimen de precios de
transferencia habrá lugar a la imposición de una sanción del uno punto tres por ciento (1.3%)
sobre el valor total de dichas operaciones, sin que la sanción exceda la suma equivalente a tres
mil (3.000) UVT, además del desconocimiento de los costos y deducciones originados en las
operaciones respecto de las cuales no se suministró información.

Cuando se trate de contribuyentes cuyas operaciones sometidas al régimen de precios de
transferencia, en el año o periodo gravable al que se refiere la declaración informativa, tengan un
monto inferior al equivalente a ochenta mil (80.000) UVT, la sanción consagrada en este inciso
no podrá exceder el equivalente a mil (1.000) UVT.

Cuando no sea posible establecer la base para determinar la sanción por omisión de información,
dicha sanción corresponderá al uno por ciento (1%) de los ingresos netos reportados en la última
declaración de renta presentada por el contribuyente. Si no existieren ingresos, la sanción
corresponderá al uno por ciento (1%) del patrimonio bruto reportado en la última declaración de
renta presentada por el contribuyente, sin que dicha sanción exceda la suma equivalente a veinte
mil (20.000) UVT.

4. Sanción por omisión de información en la declaración informativa, relativa a operaciones con
personas, sociedades, entidades o empresas ubicadas, residentes o domiciliadas en paraísos
fiscales. Cuando en la declaración informativa se omita información relativa a operaciones
realizadas con personas, sociedades, entidades o empresas ubicadas, residentes o domiciliadas en



paraísos fiscales, además del desconocimiento de los costos y deducciones originados en dichas
operaciones, se generará una sanción del dos punto seis por ciento (2.6%) del valor total de
dichas operaciones, sin que dicha sanción exceda la suma equivalente a seis mil (6.000) UVT.

En todo caso, si el contribuyente subsana la omisión con anterioridad a la notificación de la
liquidación de revisión, no habrá lugar a aplicar la sanción por desconocimiento de costos y
deducciones.

Asimismo, una vez notificado el requerimiento especial, solo serán aceptados los costos y
deducciones, respecto de los cuales se demuestre plenamente que fueron determinados de
conformidad con el Principio de Plena Competencia.

5. Sanción por no presentar la declaración informativa. Quienes incumplan la obligación de
presentar la declaración informativa, estando obligados a ello, serán emplazados por la
administración tributaria, previa comprobación de su obligación, para que presenten la
declaración informativa en el término perentorio de un (1) mes. El contribuyente que no presente
la declaración informativa no podrá invocarla posteriormente como prueba en su favor y tal
hecho se tendrá como indicio en su contra.

Cuando no se presente la declaración informativa dentro del término establecido para dar
respuesta al emplazamiento para declarar, habrá lugar a la imposición de una sanción equivalente
al diez por ciento (10%) del valor total de las operaciones sometidas al régimen de precios de
transferencia realizadas durante la vigencia fiscal correspondiente, sin que dicha sanción exceda
la suma equivalente a veinte mil (20.000) UVT.

6. Sanción reducida en relación con la declaración informativa. Las sanciones pecuniarias a que
se refieren los numerales 2, 3 y 4 del literal b) de este artículo se reducirán al cincuenta por
ciento (50%) de la suma determinada en el pliego de cargos o en el requerimiento especial, según
el caso, si las inconsistencias u omisiones son subsanadas por el contribuyente antes de la
notificación de la resolución que impone la sanción o de la liquidación oficial de revisión, según
el caso. Para tal efecto, se deberá presentar ante la dependencia que esté conociendo de la
investigación un memorial de aceptación de la sanción reducida, en el cual se acredite que la
omisión fue subsanada, así como el pago o acuerdo de pago de la misma.

El procedimiento para la aplicación de las sanciones aquí previstas será el contemplado en los
artículos 637 y 638 de este Estatuto. Cuando la sanción se imponga mediante resolución
independiente, previamente se dará traslado del pliego de cargos a la persona o entidad
sancionada, quien tendrá un término de un mes para responder.

La declaración informativa podrá ser corregida voluntariamente por el contribuyente dentro de
los dos (2) años contados a partir del vencimiento del plazo para declarar.

La sanción pecuniaria por no declarar prescribe en el término de cinco (5) años contados a partir
del vencimiento del plazo para declarar.

Para el caso de operaciones financieras, en particular préstamos que involucran intereses, la base
para el cálculo de la sanción será el monto del principal y no el de los intereses pactados con
vinculados.

C. Sanciones Generales



Sanción por comportamiento reincidente. Cuando el contribuyente reincida en la realización de
la conducta sancionable habrá lugar a la imposición de una sanción equivalente a la suma de
veinte mil (20.000) UVT por cada año o periodo gravable respecto del cual se verifique la
conducta sancionable.

PARÁGRAFO 1o. Cuando el contribuyente no liquide las sanciones de que trata este artículo o
las liquide incorrectamente, la Administración Tributaria las liquidará incrementadas en un
treinta por ciento (30%), de conformidad con lo establecido en el artículo 646 de este Estatuto.

PARÁGRAFO 2o. Cuando el contribuyente no hubiere presentado la declaración informativa, o
la hubiere presentado con inconsistencias, no habrá lugar a practicar liquidación de aforo,
liquidación de revisión o liquidación de corrección aritmética respecto a la declaración
informativa, pero la Administración Tributaria efectuará las modificaciones a que haya lugar
derivadas de la aplicación de las normas de precios de transferencia, o de la no presentación de la
declaración informativa o de la documentación comprobatoria, en la declaración del impuesto
sobre la renta del respectivo año gravable, de acuerdo con el procedimiento previsto en el Libro
V de este Estatuto.

PARÁGRAFO 3o. En relación con el régimen de precios de transferencia, constituye inexactitud
sancionable la utilización en la declaración del impuesto sobre la renta, en la declaración
informativa, en la documentación comprobatoria o en los informes suministrados a las oficinas
de impuestos, de datos o factores falsos, equivocados, incompletos o desfigurados y/o la
determinación de los ingresos, costos, deducciones, activos y pasivos en operaciones con
vinculados conforme a lo establecido en los artículos 260-1 y 260-2 de este Estatuto, con precios
o márgenes de utilidad que no estén acordes con los que hubieran utilizado partes independientes
en operaciones comparables, de los cuales se derive un menor impuesto o saldo a pagar, o un
mayor saldo a favor para el contribuyente. Para el efecto, se aplicará la sanción prevista en el
artículo 647 de este Estatuto.

ARTÍCULO 122. Adiciónese el artículo 869 del Estatuto Tributario:

Artículo 869. Abuso en materia tributaria. Constituye abuso o conducta abusiva en materia
tributaria, el uso o la implementación, a través de una operación o serie de operaciones, de
cualquier tipo de entidad, acto jurídico o procedimiento, tendiente a alterar, desfigurar o
modificar artificialmente los efectos tributarios que de otra manera se generarían en cabeza de
uno o más contribuyentes o responsables de tributos o de sus vinculados, socios o accionistas o
beneficiarios reales definidos de conformidad con el artículo 6.1.1.1.3 del Decreto número 2555
de 2010 o las normas que lo modifiquen o lo sustituyan, con el objeto de obtener provecho
tributario, consistente entre otros, en la eliminación, reducción o diferimiento del tributo, el
incremento del saldo a favor o pérdidas fiscales y la extensión de beneficios o exenciones
tributarias, sin que tales efectos sean el resultado de un propósito comercial o de negocios
legítimo y razonable que fuere la causa principal para el uso o implementación de la respectiva
entidad, acto jurídico o procedimiento.

No se entenderá que existe abuso cuando el contribuyente se acoja, mediante el cumplimiento de
los requisitos pertinentes, a beneficios expresamente consagrados en la ley, sin el uso para tal
efecto, de mecanismos, procedimientos, entidades o actos artificiosos.

El fraude a la ley con propósitos tributarios, constituye abuso en materia tributaria.



Cuando, en los casos que involucran a personas jurídicas u otras entidades, y a personas naturales
propietarias o usufructuarias de un patrimonio líquido por un valor igual o superior a ciento
noventa y dos mil (192.000) UVT la Dirección de Impuestos y Aduanas Nacionales pruebe
plenamente la ocurrencia de 3 o más de los supuestos que se enuncian en el artículo 869-1 del
Estatuto Tributario, el cuerpo colegiado o comité al que se refiere el parágrafo de este artículo
podrá conminar al contribuyente para que, en ejercicio del derecho de defensa, controvierta la
ocurrencia de dichos supuestos, o que pruebe cualquiera de las siguientes circunstancias:

1. La respectiva operación contaba con un propósito comercial o de negocios legítimo principal
frente a la mera obtención del beneficio tributario definido de conformidad con el presente
artículo.

2. El precio o remuneración pactado o aplicado está dentro del rango comercial, según la
metodología de precios de transferencia, aun cuando se trate de partes vinculadas nacionales. Si
el contribuyente o responsable aportare el respectivo estudio de precios de transferencia como
prueba de conformidad con lo aquí establecido, para efectos de controvertir dicha prueba la
Administración Tributaria deberá iniciar el proceso correspondiente para el cuestionamiento
técnico de dicho estudio a través de los procedimientos expresamente establecidos por la ley para
tal efecto.

PARÁGRAFO. La decisión acerca de la existencia de abuso deberá ser adoptada por un cuerpo
colegiado o comité, conforme lo establezca el reglamento, del cual forme parte el Director de la
Dirección de Impuestos y Aduanas Nacionales, el Director de Gestión de Fiscalización, el
Ministerio de Hacienda y Crédito Público y el Superintendente de la Superintendencia a la que
corresponda la inspección, vigilancia y control de la entidad y el Procurador General de la
Nación. Los funcionarios que conformen el cuerpo colegiado o comité a que se refiere esta
disposición deberán en todo momento someter sus actuaciones al espíritu de justicia consagrado
en el artículo 683 del Estatuto Tributario, no pudiendo exigirle al contribuyente más de aquello
que la misma ley ha querido que coadyuve a las cargas públicas de la Nación.

Jurisprudencia Vigencia

Corte Constitucional

- Artículo declarado EXEQUIBLE, por los cargos analizados, por la Corte Constitucional
mediante Sentencia C-465-14 de 9 de julio de 2014, Magistrado Ponente Dr. Alberto Rojas
Ríos.

ARTÍCULO 123. Adiciónese el artículo 869-1 al Estatuto Tributario, el cual quedará así:

Artículo 869-1. Supuestos para la aplicación del artículo 869 del Estatuto Tributario. Los
siguientes son los supuestos a los que se refiere el artículo 869 del Estatuto Tributario:

1. La respectiva operación o serie de operaciones se realizó entre vinculados económicos.

2. La respectiva operación o serie de operaciones involucra el uso de paraísos fiscales.

3. La respectiva operación o serie de operaciones involucra una entidad del régimen tributario
especial, una entidad no sujeta, una entidad exenta, o una entidad sometida a un régimen tarifario
en materia del impuesto sobre la renta y complementarios distinto al ordinario.



4. El precio o remuneración pactado o aplicado difiere en más de un 25% del precio o
remuneración para operaciones similares en condiciones de mercado.

5. Las condiciones del negocio u operación omiten una persona, acto jurídico, documento o
cláusula material, que no se hubiere omitido en condiciones similares razonables comercialmente
si la operación o serie de operaciones no se hubieran planeado o ejecutado con el objeto de
obtener de manera abusiva para el contribuyente o sus vinculados el beneficio tributario de que
trata el presente artículo.

Jurisprudencia Vigencia

Corte Constitucional

- Artículo declarado EXEQUIBLE, por los cargos analizados, por la Corte Constitucional
mediante Sentencia C-465-14 de 9 de julio de 2014, Magistrado Ponente Dr. Alberto Rojas
Ríos.

ARTÍCULO 124. Adiciónese el artículo 869-2 al Estatuto Tributario, el cual quedará así:

Artículo 869-2. Facultades de la administración tributaria en caso de abuso. En el evento de
presentarse abuso en los términos del artículo 869 de este Estatuto, la Administración Tributaria
tendrá la facultad de desconocer los efectos de la conducta constitutiva de abuso y
recaracterizarlos o reconfigurarlos como si la conducta abusiva no se hubiere presentado. En este
sentido, podrá la Administración Tributaria expedir los actos administrativos correspondientes en
los cuales proponga y liquide los impuestos, intereses y sanciones correspondientes a los
contribuyentes o responsables del tributo o a sus vinculados y adicionalmente, a quienes resulten
responsables solidaria o subsidiariamente por los mismos e iniciar los procedimientos aplicables
de conformidad con el Estatuto Tributario. Dentro de las facultades mencionadas, podrá la
Administración Tributaria remover el velo corporativo de entidades que hayan sido utilizadas o
hayan participado, por decisión de sus socios, accionistas, directores o administradores, dentro de
las conductas abusivas. La Administración Tributaria deberá motivar expresa y suficientemente
las decisiones adoptadas conforme al presente artículo en el requerimiento especial, el
emplazamiento para declarar, el pliego de cargos y las liquidaciones de aforo o de corrección,
conforme fuera el caso. La motivación de que trata este artículo deberá contener la expresa y
minuciosa descripción de los hechos, actos u omisiones que constituyen la conducta abusiva, las
pruebas en que se funda la administración respecto de tales hechos, actos u omisiones y la
referencia expresa a la valoración de las pruebas que haya presentado el contribuyente para
desvirtuar la conducta abusiva. Para todos los efectos del presente artículo, se dará plena y cabal
aplicación a las disposiciones y principios en materia procedimental y probatoria pertinentes.

Para los efectos del artículo 869 de este Estatuto, con el objeto de garantizar la oportunidad del
contribuyente o responsable del impuesto de suministrar las pruebas para desvirtuar la existencia
de la conducta abusiva, la Administración Tributaria, previamente a la expedición de cualquier
acto administrativo en el cual proponga o liquide tributos, intereses o sanciones, mediante
solicitud escrita y en la cual se haga referencia al artículo 869 de este Estatuto, requerirá al
contribuyente para que suministre las pruebas correspondientes y presente sus argumentos,
dentro de un plazo que no podrá ser inferior a un mes.

PARÁGRAFO. La facultad de la Administración Tributaria a la que se refiere este artículo será
ejercida con el fin de garantizar la aplicación del principio constitucional de sustancia sobre



forma en casos de gran relevancia económica y jurídica para el país.

Jurisprudencia Vigencia

Corte Constitucional

- Artículo declarado EXEQUIBLE, por los cargos analizados, por la Corte Constitucional
mediante Sentencia C-465-14 de 9 de julio de 2014, Magistrado Ponente Dr. Alberto Rojas
Ríos.

CAPÍTULO VII.

DISPOSICIONES FINANCIERAS.

ARTÍCULO 125. Modifíquese el artículo 18-1 del Estatuto Tributario, el cual quedará así:

Artículo 18-1. Para la determinación del impuesto sobre la renta respecto de las utilidades
obtenidas por las inversiones de capital del exterior de portafolio, independientemente de la
modalidad o vehículo utilizado para efectuar la inversión por parte del inversionista, se aplicarán
las siguientes reglas:

1. Los inversionistas de capital del exterior de portafolio son contribuyentes del impuesto sobre
la renta y complementarios por las utilidades obtenidas en el desarrollo de sus actividades.

2. El impuesto a su cargo será pagado íntegramente mediante las retenciones en la fuente que le
sean practicadas al final de cada mes por parte del administrador de este tipo de inversiones, o la
entidad que haga sus veces, sin perjuicio de lo estipulado en el numeral 6 del presente artículo.

3. Cualquier otra entidad distinta de las señaladas en el anterior numeral que realice pagos,
directa o indirectamente, a los inversionistas de capital del exterior de portafolio, se abstendrá de
efectuar la retención en la fuente que correspondería practicar de conformidad con las normas
generales previstas en este Estatuto. Cuando los ingresos correspondan a dividendos gravados, la
retención en la fuente será practicada por la sociedad pagadora del dividendo al momento del
pago o abono en cuenta, en cuyo caso la tarifa de retención será del veinticinco por ciento (25%),
sin que esto configure una retención en exceso.

4. La base para practicar la retención en la fuente será la utilidad obtenida por el inversionista
durante el respectivo mes. La utilidad será la diferencia entre los resultados definidos en los
siguientes literales y el valor de los gastos netos de administración realizados en Colombia. Los
resultados se determinarán de la siguiente forma:

a) En el caso de la negociación de instrumentos financieros derivados, los resultados se
determinarán como el valor neto resultante de los pagos girados o los abonos en cuenta hechos, a
favor y en contra, directa o indirectamente al inversionista, por la liquidación y cumplimiento de
todos los instrumentos financieros derivados que se hayan vencido o liquidado en el periodo
gravable. En el caso de las permutas financieras o swaps, los resultados que se obtengan antes del
vencimiento que correspondan a la liquidación de cada uno de los flujos del respectivo
instrumento, hacen parte de la base gravable del periodo en el que se pagan o abonan en cuenta;

b) En el caso de títulos con rendimientos y/o descuentos, los resultados tanto para las posiciones
en portafolio como para la enajenación de los títulos corresponderán a los rendimientos



determinados de conformidad con el procedimiento establecido en la normativa vigente para
retención en la fuente sobre rendimientos financieros provenientes de títulos de renta fija previsto
para residentes;

c) En el caso de las operaciones de reporto o repo, las operaciones simultáneas y las operaciones
de transferencia temporal de valores, la retención en la fuente se practicará exclusivamente al
momento de la liquidación final de la respectiva operación y el resultado se determinará como el
valor neto resultante de los pagos girados o los abonos en cuenta hechos, directa o
indirectamente, a favor y en contra del inversionista;

d) Para todos los demás casos no previstos de manera específica, los resultados serán el valor
neto resultante de los pagos girados o los abonos en cuenta hechos directa o indirectamente, a
favor y en contra del inversionista, en desarrollo de la respectiva operación.

Se exceptúan de la práctica de la retención en la fuente a cargo del administrador o quien haga
sus veces, todos los ingresos que no constituyan renta ni ganancia ocasional, las rentas exentas y
los dividendos gravados, que sean percibidos directa o indirectamente por el inversionista del
exterior en sus inversiones de capital de portafolio;

e) La tarifa general de retención en la fuente será del catorce por ciento (14%) siempre que el
inversionista de capital de portafolio del exterior esté domiciliado en una jurisdicción que no esté
calificada por el Gobierno Nacional como Paraíso Fiscal. En caso contrario, la tarifa general de la
retención en la fuente será del veinticinco por ciento (25%).

5. Las retenciones en la fuente practicadas de conformidad con las reglas anteriores constituirán
el impuesto definitivo a cargo de los inversionistas de que trata el presente artículo, los cuales
tendrán la condición de no declarantes del impuesto sobre la renta y complementarios. En caso
de que las utilidades superen el límite establecido en el inciso 2o del artículo 36-1 de este
Estatuto, el inversionista estará obligado a presentar la declaración anual del impuesto sobre la
renta y complementarios, únicamente por las utilidades a que se refiere dicho artículo, en la fecha
que establezca el Gobierno Nacional. Para el efecto, el administrador presentará la declaración
correspondiente por cuenta y en nombre del inversionista.

6. La remuneración que perciba la sociedad o entidad por administrar las inversiones a las cuales
se refiere este artículo, constituye ingreso gravable, al cual se le aplicará por la misma sociedad o
entidad, la retención en la fuente prevista para las comisiones.

7. Las pérdidas sufridas por el inversionista en un mes, cuya deducibilidad no esté limitada para
los residentes de conformidad con las normas generales, podrán ser amortizadas con utilidades
de los meses subsiguientes. Las retenciones que resulten en exceso en un período mensual
podrán ser descontadas de las que se causen en los meses subsiguientes, dentro de los doce (12)
meses siguientes.

Las pérdidas sufridas por el inversionista, acumuladas a 31 diciembre de 2012, podrán ser
amortizadas con las utilidades del año gravable 2013. Las pérdidas que no se amorticen durante
dicho año, no podrán ser amortizadas en períodos posteriores.

PARÁGRAFO 1o. Las disposiciones establecidas en el presente artículo le serán aplicables en su
totalidad a los fondos de inversión de capital extranjero que se encontraran autorizados y en
funcionamiento con anterioridad a la fecha de expedición del Decreto número 4800 de 2010.



PARÁGRAFO 2o. El administrador o la entidad que haga sus veces, estará obligado a
suministrar a la Dirección de Impuestos y Aduanas Nacionales la información de los
inversionistas de capital del exterior de portafolio que esta requiera para estudios y cruces de
información, en nombre y por cuenta del inversionista del exterior.

ARTÍCULO 126. Modifíquese el numeral 3 del literal a) del artículo 25 del Estatuto
Tributario, el cual quedará así:

Artículo 25. Ingresos que no se consideran de fuente nacional. No generan renta de fuente dentro
del país:

3. Los créditos que obtengan en el exterior las corporaciones financieras, las cooperativas
financieras, las compañías de financiamiento comercial, Bancoldex, Finagro y Findeter y los
bancos, constituidos conforme a las leyes colombianas vigentes.

ARTÍCULO 127. Modifíquense los numerales 1 y 2 y los incisos 1o y 2o del numeral 5 del
artículo 102 del Estatuto Tributario y adiciónese el numeral 8, los cuales quedarán así:

1. Los derechos fiduciarios tendrán el costo fiscal y las condiciones tributarias de los bienes o
derechos aportados al patrimonio autónomo. Al cierre de cada periodo gravable los derechos
fiduciarios tendrán el tratamiento patrimonial que le corresponda a los bienes de que sea titular el
patrimonio autónomo.

Para los fines del impuesto sobre la renta y complementarios, los ingresos originados en los
contratos de fiducia mercantil se causan en el momento en que se produce un incremento en el
patrimonio del fideicomiso, o un incremento en el patrimonio del cedente, cuando se trate de
cesiones de derechos sobre dichos contratos. De todas maneras, al final de cada ejercicio
gravable deberá efectuarse una liquidación de los resultados obtenidos en el respectivo periodo
por el fideicomiso y por cada beneficiario, siguiendo las normas que señala el Capítulo I del
Título I de este Libro para los contribuyentes que llevan contabilidad por el sistema de causación.

2. Las utilidades o pérdidas obtenidas en los fideicomisos deberán ser incluidas en las
declaraciones de renta de los beneficiarios, en el mismo año gravable en que se causan a favor o
en contra del patrimonio autónomo, conservando el carácter de gravables o no gravables,
deducibles o no deducibles, y el mismo concepto y condiciones tributarias que tendrían si fueren
percibidas directamente por el beneficiario.

5. Las sociedades fiduciarias deben cumplir con los deberes formales de los patrimonios
autónomos que administren. Para tal fin, se le asignará a las sociedades fiduciarias, aparte del
NIT propio, un NIT que identifique en forma global a todos los fideicomisos que administren. El
Gobierno Nacional determinará adicionalmente en qué casos los patrimonios autónomos
administrados deberán contar con un NIT individual, que se les asignará en consecuencia.

Las sociedades fiduciarias presentarán una sola declaración por los patrimonios autónomos que
administren y que no cuenten con un NIT individual. En estos casos la sociedad fiduciaria tendrá
una desagregación de los factores de la declaración atribuible a cada patrimonio autónomo a
disposición de la Dirección de Impuestos y Aduanas Nacionales para cuando esta lo solicite.
Cuando se decida que uno o varios patrimonios autónomos tengan un NIT independiente del
global, la sociedad fiduciaria deberá presentar una declaración independiente por cada



patrimonio autónomo con NIT independiente y suministrar la información que sobre los mismos
le sea solicitada por la Dirección de Impuestos y Aduanas Nacionales.

8. <sic> Cuando la ley consagre un beneficio tributario por inversiones, donaciones,
adquisiciones, compras, ventas o cualquier otro concepto, la operación que da lugar al beneficio
podrá realizarse directamente o a través de un patrimonio autónomo, o de un fondo de inversión
de capital, caso en el cual el beneficiario, fideicomitente o adherente tendrá derecho a disfrutar
del beneficio correspondiente.

ARTÍCULO 128. Adiciónese el siguiente inciso al artículo 153 del Estatuto Tributario:

No son deducibles las pérdidas originadas en la enajenación de derechos fiduciarios cuando el
objeto del patrimonio autónomo, o el activo subyacente, esté constituido por acciones o cuotas de
interés social o por cualquier otro activo cuya pérdida esté restringida de conformidad con las
normas generales.

ARTÍCULO 129. Adiciónese el artículo 175 al Estatuto Tributario:

Artículo 175. El Fondo Nacional de Garantías tendrá derecho a deducir anualmente el valor de
las reservas técnicas o de siniestralidad constituidas durante el respectivo ejercicio.

ARTÍCULO 130. Modifíquese el numeral 3 del artículo 266 del Estatuto Tributario el cual
queda de la siguiente forma:

Artículo 266. Bienes no poseídos en el país. No se entienden poseídos en Colombia los
siguientes créditos obtenidos en el exterior:

3. Los créditos que obtengan en el exterior las corporaciones financieras, las cooperativas
financieras, Bancoldex, Finagro y Findeter y los bancos, constituidos conforme a las leyes
colombianas vigentes.
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